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SENTENCIA

VISTOS los autos para resolver el juicio de amparo 

indirecto 1546/2025.

RESULTANDO

PRIMERO. De las demandas. Mediante escritos 

depositados en el Buzón Judicial de la Oficina de 

Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de Michoacán, con residencia en esta ciudad, el 

dos y diecisiete de diciembre de dos mil veinticinco, ***** 

***** ****** , por derecho propio, solicitó el amparo y 

protección de la justicia federal contra actos de autoridad.

En las mismas demandas, la parte quejosa narró los 

antecedentes del caso y formuló los conceptos de violación 

que estimó pertinentes.

En este sentido, consideró violados en su perjuicio 

los artículos 1, 5, 14, 16 y 17 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos.
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2

SEGUNDO. Trámite de la demanda. Por acuerdo de 

tres de diciembre de dos mil veinticinco, se admitió la 

demanda de amparo presentada el dos de diciembre de 

dos mil veinticinco, bajo el número de registro *********, 

se solicitó a la autoridad responsable rindiera su informe 

justificado y se dio la intervención legal que compete al 

agente del Ministerio Público de la Federación.

Luego, por razón de turno, el conocimiento de la 

demanda presentada el diecisiete de diciembre de dos mil 

veinticinco, correspondió al Juzgado Séptimo de Distrito en 

el Estado de Michoacán, donde se registró con el número 

********** y mediante auto de diecinueve de diciembre de 

dos mil veinticinco, dicho órgano jurisdiccional formuló 

returno en favor de este Juzgado de Distrito.

Así, el veinticuatro de diciembre de dos mil 

veinticinco, esta juzgadora se avocó al conocimiento del 

asunto, lo registró con el número  ********* y ordenó su 

acumulación al diverso juicio de amparo *********. 

Luego, mediante escritos presentados el veintitrés de 

enero y once de febrero de dos mil veintiséis, la parte 

quejosa amplió sus escritos iniciales de demanda, por 

nuevos actos de autoridad; en consecuencia, en proveídos 
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de veintiséis de enero y trece de febrero, ambos de dos mil 

miel veintiséis, se admitieron a trámite dichas ampliaciones 

de demandas. 

Finalmente, se señaló fecha y hora para la 

celebración de la audiencia constitucional, la que tuvo 

verificativo el ****** ** ***** ** *** *** ********** , al tenor 

del acta que antecede; y,

CONSIDERANDO:

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Cuarto de 

Distrito en el Estado de Michoacán, con residencia en 

Morelia, es competente para conocer y resolver el juicio de 

amparo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, 35, 37 y 107 de la Ley de Amparo, 46 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación y el Acuerdo 

General 3/2013, y sus modificaciones, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, en virtud de que los 

actos reclamados tienen ejecución en el territorio donde 

este Juzgado Federal ejerce jurisdicción.

SEGUNDO. Fijación del acto reclamado. En 

acatamiento a lo dispuesto en los artículos 74, fracción I, y 
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75 de la Ley de Amparo, se procede a fijar el acto 

reclamado.

Del Pleno de la Comisión de Disciplina Judicial 

del Estado de Michoacán:

• La resolución dictada el veintiocho de 

noviembre de dos mil veinticinco, dentro del expediente 

de investigación ******************, en la que se impuso al 

quejoso la medida cautelar de separación temporal del 

cargo como titular del  ******* ******* ** ******* 

********* ** ******* ***** *** ****** ** *********, por 

quince días naturales, y la retención del setenta por 

ciento de las percepciones ordinarias del servidor 

público investigado, garantizando el pago del treinta 

por ciento restante, correspondiente al mínimo vital 

indispensable para su subsistencia y la de sus 

dependientes. 

• La determinación dictada el quince de 

diciembre de dos mil veinticinco, en la que se autoriza la 

prórroga de la medida cautelar decretada en contra del 

quejoso, por el plazo de quince días hábiles. 

• La resolución de veintidós de enero de dos mil 

veintiséis, en la que se autoriza la segunda prórroga de la 

medida cautelar, por el plazo de diez días hábiles.
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• La resolución de cinco de febrero de dos mil 

veintiséis, en la que se autoriza la tercera prórroga de la 

medida cautelar por el plazo de veinte días hábiles.

Del Órgano de Administración Judicial del Poder 

Judicial del Estado de Michoacán:

• La ejecución de las determinaciones que 

anteceden,

TERCERO. Existencia del acto reclamado. Son 

ciertos los actos reclamados a las autoridades 

responsables, pues así lo señalaron al rendir sus informes 

justificados los Presidentes de la Comisión de Disciplina 

Judicial, Tribunal de Justicia y del Órgano de 

Administración Judicial del Estado de Michoacán.

Lo que se corrobora con las constancias remitidas 

como sustento a los mismos, consistentes en las copias 

certificadas del expediente de investigación 

********************, las cuales obran en un tomo de 

pruebas por separado y cuentan con valor probatorio 

pleno de conformidad con lo dispuesto en los artículos 312, 

343 y 344 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

D
E

M
IA

N
 G

IB
R

A
N

 G
O

N
Z

A
L

E
Z

 R
A

M
IR

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000016f3d
10/05/29 10:58:25

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



6

Familiares, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 

según su numeral 2º.

CUARTO. Procedencia del juicio de amparo. 

Examinada la certeza del acto reclamado, procede analizar 

la procedencia del juicio de amparo de conformidad con el 

artículo 62 de la Ley de Amparo1, toda vez que para su 

estudio no es necesario que alguna de las partes invoque 

su actualización; precisamente porque el examen aludido 

es de orden público.

En ese sentido, al no haberse hecho valer alguna 

causal de improcedencia que deba ser analizada; y, 

considerando que esta juzgadora no advierte de manera 

oficiosa la actualización de alguna hipótesis que torne 

improcedente el presente juicio, lo que se impone es 

realizar el examen del fondo del asunto, dando respuesta a 

los conceptos de violación formulados.

QUINTO. Estudio de la constitucionalidad del acto 

reclamado. Previo a estudiar los conceptos de violación 

propuestos por la parte quejosa, es pertinente establecer 

los principales antecedentes que permiten conocer la 

1 “Artículo 62.- Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano 
jurisdiccional que conozca del juicio de amparo.”
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cronología de los actos reclamados, los que se advierten de 

las documentales que anexaron las responsables a sus 

informes de ley y que fueron valoradas en el considerando 

tercero, a saber:

• El veinticuatro de noviembre de dos mil 

veintiséis, la Magistrada del Tribunal de Disciplina Judicial 

del Poder Judicial del Estado de Michoacán, ***** ******** 

******, en cuanto magistrada visitadora, practicó la visita 

de diagnóstico  ************** al Juzgado Primero de 

Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de 

Morelia, en la que se recibió una queja verbal en 

entrevista directa de una servidora pública de dicho 

juzgado, en la que denunció hechos con apariencia de 

la falta administrativa prevista en el artículo 264, 

fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado de Michoacán, en contra del titular del Juzgado 

Primero de Primera Instancia en Materia Civil del 

Distrito Judicial de Morelia* ***** ***** ******.

• El veintisiete de noviembre de dos mil 

veinticinco, se dio cuenta al Pleno del Tribunal de Disciplina 

del Poder Judicial del Estado Michoacán, con dicha 

denuncia verbal y en sesión de esa fecha, ordenó a la 

Unidad de Investigación del tribunal que diera inicio a la 

indagatoria de probable responsabilidad administrativa, en 

relación a los hallazgos encontrados en la visita de 
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diagnóstico referida y, en el ámbito de sus atribuciones, 

solicitara a la Comisión de Disciplina, acorde a los artículos 

166, fracción II y 174 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado, las medidas cautelares y providencias 

necesarias que estimara pertinentes.

• El veintisiete de noviembre de dos mil 

veinticinco, el Titular de la Unidad de Investigación del 

Tribunal de Disciplina Judicial del Estado de Michoacán, dio 

inicio al expediente de investigación administrativa 

****************** y solicitó a la Comisión de Disciplina del 

Tribunal de Disciplina del Tribunal de Justicia del Estado 

que, en ejercicio de las facultades que confiere el artículo 

166 fracción II, de la citada Ley Orgánica del Poder Judicial 

del Estado, decretara la suspensión temporal de  ***** 

***** ******  en cuanto titular del Juzgado Primero de 

Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de 

Morelia, por el periodo de quince días naturales.

• El veintiocho de noviembre de dos mil 

veinticinco, el Pleno de la Comisión de Disciplina del 

Tribunal de Disciplina Judicial del Estado de Michoacán 

decretó la medida cautelar de separación temporal del 

cargo de ***** ***** ******, como titular del ******* 

******* ** 
******* 
********* ** 
******* ***** 
*** ****** 

** *********, por quince días naturales, y la retención 

del setenta por ciento de las percepciones ordinarias 
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del servidor público investigado, garantizando el pago 

del treinta por ciento restante, correspondiente al mínimo 

vital indispensable para su subsistencia y la de sus 

dependientes.

• El quince de diciembre de dos mil veinticinco, el 

Pleno de la Comisión de Disciplina del Tribunal de 

Disciplina Judicial del Estado de Michoacán, autorizó la 

prórroga de la medida cautelar de separación temporal 

decretada el veintiocho de noviembre de dos mil 

veinticinco, por el plazo de quince días hábiles. 

• Luego, en resolución de veintidós de enero de 

dos mil veintiséis, se autorizó la segunda prórroga de la 

medida cautelar, por el plazo de diez días hábiles.

• Finalmente, en la resolución de cinco de febrero 

de dos mil veintiséis, se autorizó la tercera prórroga de la 

medida cautelar por el plazo de veinte días hábiles.

Los motivos de inconformidad son los que se 

contienen en la demanda y no se transcriben porque no 

existe disposición que obligue a hacerlo2

2 De conformidad con lo establecido en la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Con datos de 
localización y rubro siguientes: 
Registro digital: 164618
Instancia: Segunda Sala
Novena Época
Materia(s): Común
Tesis: 2a./J. 58/2010
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830
Tipo: Jurisprudencia
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Sin embargo, a fin de exponer adecuadamente el 

problema jurídico planteado, se precisa que la parte 

quejosa argumenta en sus conceptos de violación, en 

esencia, lo siguiente:

A). La resolución inicial que decretó la separación 

temporal del cargo del quejoso, así como las resoluciones 

posteriores que autorizaron la primera, segunda y tercera 

prórroga de dicha medida, fueron emitidas en 

contravención a los artículos 319, 320 y 321 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial del Estado de Michoacán, pues 

dichas porciones normativas establecen un procedimiento 

incidental obligatorio para el otorgamiento de medidas 

cautelares, el cual exige que la persona afectada sea 

llamada al procedimiento, conozca la solicitud formulada en 

su contra, reciba vista de la misma y disponga de un plazo 

para expresar lo que a su derecho convenga antes de que 

la autoridad emita una determinación definitiva, lo que en el 

caso no ocurrió, pues la Comisión de Disciplina omitió 

completamente ese trámite y decretó tanto la suspensión 

inicial como sus posteriores prórrogas de manera 

unilateral, es decir, de plano, impidiendo al quejoso ejercer 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS 
PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE 
AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN".
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adecuadamente su derecho de defensa.

B). Las resoluciones reclamadas vulneran 

directamente los derechos fundamentales de legalidad, 

seguridad jurídica, debido proceso y la garantía de 

audiencia previstos en los artículos 14 y 16 

constitucionales, pues la autoridad sustituyó el 

procedimiento expresamente diseñado por el legislador por 

un mecanismo excepcional que no se encuentra previsto 

en la ley.

C). Aunque la autoridad justificó su actuación en la 

necesidad de proteger a posibles víctimas de violencia 

laboral o de género y en el deber de actuar con perspectiva 

de género, el quejoso considera que esas finalidades no 

permiten dejar de observar los requisitos y presupuestos 

procesales establecidos normativamente, ya que incluso en 

los casos relacionados con la protección reforzada de 

derechos humanos deben respetarse las formalidades 

esenciales del procedimiento.

D). Las resoluciones reclamadas carecen de una 

debida fundamentación y motivación, pues la autoridad 

responsable se limitó a referir la existencia de denuncias 

verbales, entrevistas y cuestionarios practicados al 

personal adscrito al Juzgado Primero de Primera Instancia 

en Materia Civil del Distrito Judicial de Morelia, Michoacán, 

sin precisar cuáles fueron los hechos atribuidos, quiénes 

formularon las imputaciones, en qué consistieron las 
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conductas supuestamente constitutivas de acoso laboral u 

hostigamiento sexual, ni de qué forma los elementos 

recabados permitían establecer un riesgo real e inminente 

que justificara la separación temporal del cargo. 

E). Las resoluciones contienen afirmaciones 

genéricas sobre la existencia de indicios suficientes, pero 

carecen del razonamiento lógico-jurídico que permita 

comprender por qué esos elementos fueron considerados 

aptos para justificar una medida tan gravosa, pues la 

motivación es insuficiente, aparente y dogmática, al no 

proporcionarse elementos reales para controvertir las 

imputaciones formuladas en su contra.

F). La Comisión de Disciplina tampoco justificó 

adecuadamente la necesidad, idoneidad y proporcionalidad 

de la medida adoptada, pues la autoridad concluyó que la 

separación temporal del cargo era la única medida capaz 

de proteger a las personas denunciantes y garantizar la 

investigación, sin explicar por qué otras alternativas menos 

restrictivas resultarían insuficientes; esto es, la resolución 

no demuestra por qué una conminación, una orden de 

restricción, un apercibimiento u otra medida menos 

invasiva no habría sido suficiente para alcanzar los fines 

perseguidos. 

G). La separación temporal del cargo y la reducción 

del setenta por ciento de las percepciones del quejoso 
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constituyen restricciones excesivas que no fueron 

sometidas a un verdadero examen de proporcionalidad.

H). Aunque la autoridad responsable señale que la 

medida cautelar no constituye una sanción ni prejuzga 

sobre la responsabilidad administrativa del investigado, el 

quejoso sostiene que los efectos reales de la separación 

del cargo, la disminución sustancial de sus ingresos y las 

sucesivas prórrogas generan una afectación equivalente a 

una sanción anticipada, pues desde su perspectiva, la 

autoridad parte de la premisa de que los hechos 

denunciados probablemente ocurrieron y, con base en ello, 

lo aparta del ejercicio de sus funciones antes de que exista 

una determinación definitiva sobre la investigación; en 

otras palabras se le atribuye implícitamente una 

responsabilidad no demostrada y se vulnera su derecho a 

ser considerado inocente mientras no exista una resolución 

firme.

I). La separación temporal del cargo produce 

consecuencias que trascienden el ámbito estrictamente 

laboral, pues afecta la imagen del quejoso como juzgador, 

perjudica su prestigio profesional, deteriora su reputación 

social y repercute directamente en su entorno familiar y 

económico. 

J). La retención del setenta por ciento de sus 

percepciones, es una medida que impacta 

injustificadamente en la estabilidad económica del quejoso 
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y la de las personas que dependen de él.

K). La autoridad responsable carece de justificación 

suficiente para prolongar la suspensión, pues las prórrogas 

se apoyaron únicamente en la existencia de diligencias 

pendientes, entrevistas por practicar y periciales 

psicológicas aún no desahogadas, sin demostrar por qué 

era indispensable mantenerlo separado del cargo durante 

periodos adicionales; lo que resulta relevante pues, la sola 

existencia de actos de investigación pendientes no puede 

justificar indefinidamente la prolongación de una medida 

cautelar restrictiva de derechos.

L). Además, la autoridad no explicó con precisión 

por qué la primera prórroga debía durar quince días hábiles 

ni por qué la segunda debía extenderse durante diez días 

más o por qué la tercera debía ser por veinte días, esto es, 

los plazos fueron fijados de manera arbitraria, sin 

relacionarlos objetivamente con las actuaciones concretas 

por realizar, lo que evidencia una deficiente motivación y 

una restricción desproporcionada de en los derechos del 

quejoso.

Ahora bien, el artículo 189 de la Ley de Amparo, 

señala que, en el juicio de amparo directo el órgano 

jurisdiccional estudiará los conceptos de violación 

atendiendo a su prelación lógica, privilegiando el estudio de 
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aquellos que de resultar fundados, redunden en el mayor 

beneficio para el quejoso; además, en todas las materias 

deben darse preferencia al estudio de los conceptos de 

violación de fondo, por encima de los de procedimiento y 

forma, a menos que invertir el orden redunden en un mayor 

beneficio para el quejoso.

Con base en dicha norma aplicada por identidad 

jurídica al juicio de amparo indirecto, se analizaran los 

conceptos de violación previamente sintetizados.

Así, atento al mayor beneficio, los motivos de 

disenso formulados por la parte quejosa en los incisos A), 

B) y C), en los que se invocan violaciones a las normas del 

procedimiento, resultan fundados. 

El respeto al derecho de audiencia contenido en el 

artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, consiste en la oportunidad que se 

concede al particular de intervenir en el procedimiento para 

estar en condiciones de defenderse o acreditar sus 

pretensiones; intervención que se puede concretar en dos 

aspectos esenciales, a saber: la posibilidad de rendir 

pruebas que acrediten los hechos en que se finque la 

defensa, y la de producir alegatos para apoyar esa defensa 
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con las argumentaciones jurídicas que se estimen 

pertinentes.

Esta norma constitucional, en lo conducente, 

establece:

“Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo 

en perjuicio de persona alguna.

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el 

que se cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con 

anterioridad al hecho.”

De acuerdo con el precepto constitucional aquí 

transcrito, el debido proceso implica que nadie pueda ser 

privado de la vida, de su libertad o de sus propiedades, 

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 

tribunales previamente establecidos en el que deberán de 

ser observadas las formalidades esenciales del 

procedimiento.

Al respecto, la Primera Sala del Máximo Tribunal del 

país ha dicho que dentro de las garantías del debido 

proceso existe un “núcleo duro”, que debe observarse 

inexcusablemente en todo procedimiento.
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En cuanto al “núcleo duro”, las garantías del debido 

proceso que aplican a cualquier procedimiento seguido en 

forma de juicio son las que el Alto Tribunal de la República 

ha identificado como formalidades esenciales del 

procedimiento, cuyo conjunto integran la “garantía de 

audiencia”; las cuales permiten que los gobernados ejerzan 

plenamente su derecho a la defensa antes de que las 

autoridades modifiquen su esfera jurídica en forma 

definitiva.

Tiene apoyo lo anterior en la jurisprudencia 11/20143 

emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación de rubro y texto siguiente:

“DERECHO AL DEBIDO PROCESO. SU 
CONTENIDO. Dentro de las garantías del debido proceso 

existe un "núcleo duro", que debe observarse 

inexcusablemente en todo procedimiento jurisdiccional, y 

otro de garantías que son aplicables en los procesos que 

impliquen un ejercicio de la potestad punitiva del Estado. 

Así, en cuanto al "núcleo duro", las garantías del debido 

proceso que aplican a cualquier procedimiento de 

naturaleza jurisdiccional son las que esta Suprema Corte 

3Registro digital: 2005716
Instancia: Primera Sala
Décima Época
Materia(s): Constitucional, Común
Tesis: 1a./J. 11/2014 (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 3, Febrero de 2014, Tomo I, página 396
Tipo: Jurisprudencia
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de Justicia de la Nación ha identificado como formalidades 

esenciales del procedimiento, cuyo conjunto integra la 

"garantía de audiencia", las cuales permiten que los 

gobernados ejerzan sus defensas antes de que las 

autoridades modifiquen su esfera jurídica definitivamente. 

Al respecto, el Tribunal en Pleno de esta Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, en la jurisprudencia P./J. 47/95, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo II, diciembre de 1995, 

página 133, de rubro: "FORMALIDADES ESENCIALES 

DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN 

UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL 

ACTO PRIVATIVO.", sostuvo que las formalidades 

esenciales del procedimiento son: (i) la notificación del 

inicio del procedimiento; (ii) la oportunidad de ofrecer y 

desahogar las pruebas en que se finque la defensa; (iii) la 

oportunidad de alegar; y, (iv) una resolución que dirima las 

cuestiones debatidas y cuya impugnación ha sido 

considerada por esta Primera Sala como parte de esta 

formalidad. Ahora bien, el otro núcleo es identificado 

comúnmente con el elenco de garantías mínimo que debe 

tener toda persona cuya esfera jurídica pretenda 

modificarse mediante la actividad punitiva del Estado, 

como ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio, 

fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se hagan 

compatibles las garantías con la materia específica del 

asunto. Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del 

debido proceso, se identifican dos especies: la primera, 

que corresponde a todas las personas independientemente 

de su condición, nacionalidad, género, edad, etcétera, 

dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a contar 

con un abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer 

la causa del procedimiento sancionatorio; y la segunda, 
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que es la combinación del elenco mínimo de garantías con 

el derecho de igualdad ante la ley, y que protege a aquellas 

personas que pueden encontrarse en una situación de 

desventaja frente al ordenamiento jurídico, por pertenecer 

a algún grupo vulnerable, por ejemplo, el derecho a la 

notificación y asistencia consular, el derecho a contar con 

un traductor o intérprete, el derecho de las niñas y los 

niños a que su detención sea notificada a quienes ejerzan 

su patria potestad y tutela, entre otras de igual naturaleza”.

De igual modo el precepto constitucional referido 

prevé el derecho de acceso efectivo a la justicia, el cual a 

su vez, comprende el diverso a una tutela jurisdiccional 

efectiva.

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al emitir la tesis de jurisprudencia                

1a./J. 42/20074, definió que el “acceso a una tutela 

jurisdiccional efectiva”, debe entenderse de la manera 

siguiente:

“Es el derecho público subjetivo que toda persona 

tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes, 

para acceder de manera expedita a tribunales 

independientes e imparciales, a plantear una pretensión o 

a defenderse de ella, con el fin de que, a través de un 

4 Registro digital: 172759
Instancia: Primera Sala
Novena Época
Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a./J. 42/2007
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo XXV, Abril de 2007, página 124
Tipo: Jurisprudencia
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proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se 

decida sobre la pretensión o la defensa y, en su caso, se 

ejecute esa decisión”.

La tesis mencionada es de rubro y contenido 

siguientes:

“GARANTÍA A LA TUTELA JURISDICCIONAL 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
SUS ALCANCES. La garantía a la tutela jurisdiccional 

puede definirse como el derecho público subjetivo que 

toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que 

fijen las leyes, para acceder de manera expedita a 

tribunales independientes e imparciales, a plantear una 

pretensión o a defenderse de ella, con el fin de que a 

través de un proceso en el que se respeten ciertas 

formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa y, 

en su caso, se ejecute esa decisión. Ahora bien, si se 

atiende a que la prevención de que los órganos 

jurisdiccionales estén expeditos -desembarazados, libres 

de todo estorbo- para impartir justicia en los plazos y 

términos que fijen las leyes, significa que el poder público -

en cualquiera de sus manifestaciones: Ejecutivo, 

Legislativo o Judicial- no puede supeditar el acceso a los 

tribunales a condición alguna, pues de establecer 

cualquiera, ésta constituiría un obstáculo entre los 

gobernados y los tribunales, por lo que es indudable que el 

derecho a la tutela judicial puede conculcarse por normas 

que impongan requisitos impeditivos u obstaculizadores 

del acceso a la jurisdicción, si tales trabas resultan 

innecesarias, excesivas y carentes de razonabilidad o 
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proporcionalidad respecto de los fines que lícitamente 

puede perseguir el legislador. Sin embargo, no todos los 

requisitos para el acceso al proceso pueden considerarse 

inconstitucionales, como ocurre con aquellos que, 

respetando el contenido de ese derecho fundamental, 

están enderezados a preservar otros derechos, bienes o 

intereses constitucionalmente protegidos y guardan la 

adecuada proporcionalidad con la finalidad perseguida, 

como es el caso del cumplimiento de los plazos legales, el 

de agotar los recursos ordinarios previos antes de ejercer 

cierto tipo de acciones o el de la previa consignación de 

fianzas o depósitos

De lo anterior, se deduce que la tutela jurisdiccional 

efectiva es un derecho público subjetivo a favor de toda 

persona para acceder de manera expedita a tribunales 

independientes e imparciales, a fin de plantear una 

pretensión o bien defenderse de ella, a través de un 

procedimiento en el que se respeten las formalidades 

esenciales del procedimiento, y al final se decida sobre la 

pretensión o la defensa, así como que lo resuelto se haga 

efectivo.

En ese contexto, precisó la Primera Sala del Máximo 

Tribunal del País en la jurisprudencia referida, la tutela 

jurisdiccional efectiva, comprende tres etapas, a las que 

corresponden correlativamente tres derechos, los cuales 

son los siguientes: 
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(i) Una previa al juicio, a la que le corresponde 

el derecho de acceso a la jurisdicción, que parte del 

derecho de acción como una especie del de petición 

dirigido a las autoridades jurisdiccionales y que motiva un 

pronunciamiento por su parte

(ii) Una judicial, que va desde el inicio del 

procedimiento hasta la última actuación y a la que 

corresponde el derecho humano del debido proceso; y, 

(iii) Una posterior al juicio, identificada con la 

eficacia de las resoluciones emitidas.

Con relación a la etapa judicial, la garantía de 

audiencia establecida por el artículo 14 constitucional 

impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de 

que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades 

esenciales del procedimiento". 

Estas son las que resultan necesarias para garantizar 

la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de 

manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos:

1) La notificación del inicio del procedimiento y sus 

consecuencias; 

2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas 

en que se finque la defensa; 
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3) La oportunidad de alegar; y 

4) El dictado de una resolución que dirima las 

cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se 

dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, 

que es evitar la indefensión del afectado.

Tiene aplicación a lo anterior, la jurisprudencia  P./J. 

47/955 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, de rubro y texto siguientes:

"FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA 
ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO 
PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el 

artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado 

la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de 

la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su 

debido respeto impone a las autoridades, entre otras 

obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son 

las que resultan necesarias para garantizar la defensa 

adecuada antes del acto de privación y que, de manera 

genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La 

notificación del inicio del procedimiento y sus 

consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar 

las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad 

5 Registro digital: 200234
Instancia: Pleno
Novena Época
Materia(s): Constitucional, Común
Tesis: P./J. 47/95
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo II, Diciembre de 1995, página 133
Tipo: Jurisprudencia
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de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las 

cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se 

dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, 

que es evitar la indefensión del afectado".

Ahora, de acuerdo a la doctrina jurisprudencial de la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación6, las medidas cautelares suelen ser calificadas 

también como providencias o medidas precautorias, y se 

definen como los instrumentos que puede decretar el 

juzgador, a solicitud de las partes o de oficio, antes de 

un procedimiento o durante su desarrollo para 

conservar la materia del litigio, así como para evitar un 

grave e irreparable daño a las mismas partes o a la 

sociedad, con motivo de la tramitación de un proceso.

Así, las medidas cautelares tienden, por un lado, a 

preservar los derechos de las partes durante el plazo por 

el cual se prolonga el procedimiento, hasta la resolución 

definitiva de la controversia; y, por otro lado, a lograr que la 

sentencia de fondo tenga eficacia práctica.

Las medidas cautelares son temporales, debido a 

que su vigencia concluye una vez que se dicta sentencia 

6 Como se puede ver de la línea argumentativa de la contradicción de tesis 
415/2012.
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firme u ocurra otra circunstancia que le ponga fin al 

procedimiento en el que se dictó. 

Una característica general del procedimiento para 

decretar esas providencias consiste en que se dictan sin 

audiencia de la contraparte y se ejecutan sin 

notificación previa, aun cuando el afectado puede 

impugnar posteriormente la medida.

Tiene aplicación a lo anterior, la tesis P./J. 21/987 

emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nació, de rubro y texto siguiente:

"MEDIDAS CAUTELARES. NO CONSTITUYEN 
ACTOS PRIVATIVOS, POR LO QUE PARA SU 
IMPOSICIÓN NO RIGE LA GARANTÍA DE PREVIA 
AUDIENCIA. Conforme a la jurisprudencia de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, la garantía de previa 

audiencia, establecida en el segundo párrafo del artículo 14 

constitucional, únicamente rige respecto de los actos 

privativos, entendiéndose por éstos los que en sí mismos 

persiguen la privación, con existencia independiente, cuyos 

efectos son definitivos y no provisionales o accesorios. 

Ahora bien, las medidas cautelares constituyen 

resoluciones provisionales que se caracterizan, 

7 Registro digital: 196727
Instancia: Pleno
Novena Época
Materia(s): Constitucional, Común
Tesis: P./J. 21/98
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo VII, Marzo de 1998, página 18
Tipo: Jurisprudencia
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generalmente, por ser accesorias y sumarias; accesorias, 

en tanto la privación no constituye un fin en sí mismo; y 

sumarias, debido a que se tramitan en plazos breves; y 

cuyo objeto es, previendo el peligro en la dilación, suplir 

interinamente la falta de una resolución asegurando su 

eficacia, por lo que tales medidas, al encontrarse dirigidas 

a garantizar la existencia de un derecho cuyo titular estima 

que puede sufrir algún menoscabo, constituyen un 

instrumento no sólo de otra resolución, sino también del 

interés público, pues buscan restablecer el ordenamiento 

jurídico conculcado desapareciendo, provisionalmente, una 

situación que se reputa antijurídica; por lo que debe 

considerarse que la emisión de tales providencias no 

constituye un acto privativo, pues sus efectos provisionales 

quedan sujetos, indefectiblemente, a las resultas del 

procedimiento administrativo o jurisdiccional en el que se 

dicten, donde el sujeto afectado es parte y podrá aportar 

los elementos probatorios que considere convenientes; 

consecuentemente, para la imposición de las medidas en 

comento no rige la garantía de previa audiencia.

Acorde a su naturaleza, las medidas cautelares 

exigen adaptación, conforme a su flexibilidad, la potestad 

judicial expresa y discrecional, de sus alcances, duración, 

efectos, así como de la fase procesal en la que se adoptan, 

ya sea de plano o incidentalmente, dentro de un proceso 

cautelar sumario o sumarísimo, transformable para la 

eficacia de la medida, según sus características, utilidad 

práctica y finalidad, en donde es admisible una resolución 

interina de cautela, de carácter ultra sumario, sujeta a 

D
E

M
IA

N
 G

IB
R

A
N

 G
O

N
Z

A
L

E
Z

 R
A

M
IR

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000016f3d
10/05/29 10:58:25

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de Amparo 1546/2025
27

A
A
A
A

modificación, revocación o al cese de sus efectos, 

conforme a pruebas supervenientes, medios de 

impugnación y la contracautela.

Resulta orientador a lo expuesto, el criterio contenido 

en la tesis I.4o.C.4 K (10a.)8, el cual comparte esta 

juzgadora, de rubro y texto siguiente:

"MEDIDAS CAUTELARES. CONCEPTO, 
PRESUPUESTOS, MODALIDADES, EXTENSIÓN, 
COMPLEJIDAD Y AGILIDAD PROCESAL. La doctrina y el 

funcionamiento de las medidas cautelares en el sistema 

jurídico nacional, revelan la inmensidad de situaciones que 

se pueden presentar en los procesos en los que se 

ventilan, que hace difícil, si no es que imposible, que la 

previsión humana, inclusive de los legisladores más 

expertos y sabios, pueda prever y darles solución mediante 

reglas consignadas en preceptos legales, si se toma en 

cuenta además, la dinámica de la vida y de la diaria 

realidad en la que están inmersas estas cuestiones, de 

manera que resultan un campo fértil para el cultivo de las 

facultades discrecionales, incluso las de gran amplitud, ya 

que sin ellas se entorpecería, sin lugar a duda, la misión 

del Juez y la satisfacción de los fines perseguidos en estas 

materias, con la impartición de justicia. Efectivamente, las 

medidas cautelares son mecanismos autorizados por la ley 

para garantizar todo derecho con probabilidad de 

8 Registro digital: 2012425
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Décima Época
Materia(s): Común
Tesis: I.4o.C.4 K (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 33, Agosto de 2016, Tomo IV, página 2653
Tipo: Aislada
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insatisfacción, mediante la salvaguarda de una situación de 

hecho, el apartamiento de bienes, cosas o personas para 

garantizar la eventual realización de la sentencia, o la 

anticipación de ciertos efectos provisorios de la sentencia 

de mérito, a fin de evitar la afectación que podría causar la 

dilación en la resolución de la cuestión sustancial 

controvertida o la inutilidad del proceso mismo. Son de 

extensa variedad, en la que encuentra diferencias 

específicas que exigen la adaptación, conforme a su 

flexibilidad, la potestad judicial expresa y discrecional, de 

sus alcances, duración, efectos, así como de la fase 

procesal en la que se adoptan, ya sea de plano o 

incidentalmente, dentro de un proceso cautelar sumario o 

sumarísimo, transformable para la eficacia de la medida, 

según sus características, utilidad práctica y finalidad, en 

donde es admisible una resolución interina de cautela, de 

carácter ultra sumario, sujeta a modificación, revocación o 

al cese de sus efectos, conforme a pruebas 

supervenientes, medios de impugnación, la contracautela; 

y una definitiva con duración máxima a la conclusión del 

proceso principal en curso o inminente del que es 

instrumental. Pueden pedirse o decretarse de oficio, una 

vez satisfechos sus presupuestos esenciales de la buena 

apariencia de un derecho (fumus boni iuris) y el peligro de 

que este derecho aparente no sea satisfecho (periculum in 

mora) y tramitarse sólo con la intervención de quien las 

solicita o con la necesaria e indispensable intervención de 

la parte contra quien se dirigen, según el examen valorativo 

racional del Juez. Existen medidas que no pueden esperar 

hasta la satisfacción del derecho de contradicción del 

sujeto afectado con ellas, ya sea porque esto conllevaría a 

la evasión de la medida, o a la inocuidad de ella, de 

manera que habrá casos en los que ese derecho tendrá 
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que aplazarse, pero sólo el tiempo estrictamente necesario 

para impedir la frustración de los fines perseguidos con la 

medida solicitada, conforme a su naturaleza".

Ahora, con relación a la Litis del presente juicio, es 

conveniente destacar que el Tribunal Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación al resolver la contradicción 

de tesis 311/20159 analizó la figura de la suspensión 

temporal del empleo, cargo o comisión de un servidor 

público sujeto a una investigación administrativa, contenida 

en el entiartículo 21, fracción V, cuarto párrafo de la Ley 

Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos. 

En dicho precedente sostuvo que en el procedimiento 

de responsabilidades administrativas de los servidores 

públicos se otorga una facultad discrecional para 

suspender temporalmente a un servidor público si se 

estima pertinente para la continuación o conducción de las 

investigaciones, la cual puede decretarse antes o al 

momento de que el servidor público sujeto a investigación 

sea notificado del inicio de un procedimiento administrativo 

instaurado en su contra.

9 Sentencia recaída a la Contradicción de Tesis 311/2015, Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministro Alberto Pérez Dayán, 14 de 
noviembre de 2016.
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Asimismo, determinó que la autoridad que instruye 

esos procedimientos, además de tener la facultad de 

suspender temporalmente al servidor público de su 

empleo, también puede ordenar la suspensión de las 

percepciones correspondientes, siendo que ambas 

suspensiones resultan razonables e idóneas con la 

finalidad pretendida por el legislador en términos de lo 

previsto por el artículo 113, párrafo primero de la 

Constitución Federal. 

Así, se concluyó que ambas suspensiones son 

medidas cautelares que tienen por objeto facilitar el 

curso de las investigaciones y que por la naturaleza de 

esos procedimientos, se busca proteger y preservar 

los intereses públicos fundamentales (legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia) que deben 

observar todos los servidores públicos en el 

desempeño de sus empleos, cargos o comisiones, así 

como garantizar el adecuado desarrollo de la función 

pública y, en su caso, prevenir que se sigan generando 

daños mayores a la administración pública, ello de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 

constitucional. 
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También determinó que se debe privilegiar el correcto 

desempeño de los servidores públicos para que éstos no 

cometan actos en contra del servicio público, entendida la 

protección del servicio público, como la justificación 

fundamental de la existencia de la suspensión del servicio 

y de las percepciones respectivas.

Lo cual significa, por una parte, que en determinadas 

situaciones y cuando el caso así lo justifique si un servidor 

público no es separado de su encargo, no podría llevarse a 

cabo una investigación pulcra y aséptica, esto eso, carente 

de anomalías o irregularidades que supondrían su 

permanencia en el puesto, ya que lejos de facilitar la 

investigación se entorpecería el curso normal del 

procedimiento sancionatorio en detrimento del interés 

público y del propio servidor. 

Asimismo sostuvo que la autoridad administrativa 

sancionadora deberá contemplar en el acuerdo de inicio 

del procedimiento de responsabilidades, el pago de una 

cantidad equivalente al salario o ingreso mínimo de 

subsistencia, esto es, desde el momento en que el servidor 

público es notificado del inicio del procedimiento de 

responsabilidad y suspendido en el pago de sus 

emolumentos, durante el periodo en que se lleven a cabo 

las investigaciones respectivas y hasta en tanto la 
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autoridad no dicte resolución administrativa en la que 

determine su plena responsabilidad.

De igual manera, el Pleno del Máximo Tribunal del 

País concluyó que la suspensión de las funciones del 

servidor público así como la retención de sus 

percepciones, constituyen una medida precautoria que 

cuenta con sustento constitucional y legal, en la que si bien 

se priva al servidor público de la posibilidad de continuar 

prestando sus servicios en el órgano de gobierno de que 

se trate, encuentra razonabilidad en la preservación del 

interés social en el debido desempeño de la función 

pública.

Visto de otra manera, podría generarse un perjuicio 

para la sociedad, de ahí que se encuentra justificado que, 

mientras se determine si el servidor público incurrió o no en 

alguna responsabilidad, se tomen algunas medidas 

restrictivas, sin conculcar los derechos a una vida digna de 

dichos servidores, ya que el procedimiento instaurado debe 

cumplir con las formalidades esenciales mínimas, además 

de que deberá contar con la oportunidad plena de 

presentar las pruebas y alegatos que estime pertinentes, 

enderezados a demostrar que la infracción que se le 

imputa es infundada.
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En resumen, el máximo tribunal del país resolvió lo 

siguiente:

1) En el procedimiento de responsabilidades 

administrativas se otorga una facultad discrecional para 

suspender temporalmente a un servidor público si se 

estima pertinente para la continuación o conducción de las 

investigaciones; 

2) La medida puede decretarse antes o al momento 

de que el servidor público sujeto a investigación sea 

notificado del inicio del procedimiento y puede abarcar 

tanto sus funciones como la retención de sus 

percepciones; 

3) Es una medida precautoria que cuenta con 

sustento constitucional y legal, pues si bien se priva al 

servidor público de la posibilidad de continuar prestando 

sus servicios en el órgano de gobierno de que se trate, lo 

cierto es que es razonable al proteger el interés de la 

sociedad para garantizar una debida función pública.

Luego, al resolver el amparo en revisión 409/202210 

la otrora Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación determinó que en la suspensión temporal del 

10 Sentencia recaída al Amparo en Revisión 409/2022, Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ponente: Ministra Loretta Ortiz Ahlf, 26 de 
abril de 2023.
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empleo, cargo o comisión de la persona servidora pública 

mientras se lleva a cabo el procedimiento administrativo, 

ésta conserva su calidad de inocente hasta en tanto no 

exista una resolución administrativa por parte de la 

autoridad competente que determine la plena 

acreditación de la infracción y su correspondiente sanción, 

pues en dicho numeral se contempla expresamente 

que la referida suspensión no prejuzgará ni será indicio 

de la responsabilidad que se le impute, lo cual se hará 

constar en la resolución en la que se decrete.

En ese contexto, los conceptos de violación 

sintetizados en los puntos I), J) y K), son infundados, pues 

la suspensión temporal del cargo decretada como medida 

cautelar dentro de un procedimiento de responsabilidad 

administrativa no vulnera el derecho fundamental de 

presunción de inocencia ni constituye una sanción 

anticipada.

Ello pues como se explicó en los párrafos que 

anteceden, la doctrina de la entonces Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación señala que la 

presunción de inocencia en materia administrativa 

sancionadora no tiene carácter absoluto, sino que admite 

restricciones razonables cuando éstas persiguen fines 
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constitucionalmente válidos y resultan proporcionales para 

alcanzarlos. 

Este razonamiento encuentra plena correspondencia 

con la fracción I del artículo 318, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado de Michoacán, pues dicho 

precepto dispone expresamente que la suspensión 

temporal de la persona servidora pública señalada como 

probable responsable "no prejuzgará ni será indicio de la 

responsabilidad que se le impute". 

Asimismo, la norma contiene una declaración 

categórica mediante la cual el legislador michoacano 

excluyó cualquier efecto anticipatorio respecto de la 

responsabilidad administrativa. 

Así, el acto cautelar únicamente busca separar 

temporalmente al servidor público del ejercicio de sus 

funciones para proteger bienes jurídicos relevantes durante 

la investigación, pero en ningún caso constituye una 

decisión sobre la existencia de la falta administrativa ni 

sobre la culpabilidad de la persona investigada, además, la 

propia regulación impone la obligación de asentar en la 

resolución respectiva dicha circunstancia. 
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Por ello, aun cuando la suspensión temporal del 

cargo produce una afectación provisional al ejercicio de la 

función pública, dicha circunstancia no la transforma en 

una sanción anticipada, pues la diferencia fundamental 

radica en que la sanción constituye una consecuencia 

jurídica derivada de una responsabilidad previamente 

demostrada, mientras que la medida cautelar se apoya 

exclusivamente en una valoración preliminar sobre la 

necesidad de proteger la investigación o evitar riesgos 

durante su desarrollo. 

De ahí que su finalidad no sea castigar al servidor 

público, sino preservar las condiciones necesarias para el 

adecuado esclarecimiento de los hechos y la protección del 

interés público

En consecuencia, conforme al precedente referido y a 

la regulación contenida en el artículo 318 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial del Estado de Michoacán, la 

suspensión temporal del cargo constituye una medida 

cautelar legítima, de naturaleza preventiva y provisional, 

que no implica una declaración anticipada de 

responsabilidad, no destruye la presunción de inocencia de 

la persona investigada y, por ende, no puede equipararse a 

una sanción administrativa adelantada.
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Son aplicables las jurisprudencias P./J. 2/2017 

(10a.)11 y P./J. 3/2017 (10a.)12 emitidas por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación de contenido 

siguiente:

"RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL ARTÍCULO 21, 
FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE 
PERMITE LA SUSPENSIÓN TEMPORAL EN EL EMPLEO 
Y LA RETENCIÓN DE PERCEPCIONES, DEBE 
INTERPRETARSE EN EL SENTIDO DE QUE EL 
ÓRGANO INTERNO DE CONTROL PREVENDRÁ UN 
INGRESO MÍNIMO PARA LA SUBSISTENCIA DEL 
SERVIDOR PÚBLICO DURANTE EL PROCEDIMIENTO 
RESPECTIVO, HASTA EN TANTO NO SE DICTE LA 
RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA QUE DETERMINE 
AQUÉLLAS. En concordancia con los principios de 

presunción de inocencia y derecho al mínimo vital, 

previstos en los artículos 1o., 3o., 4o., 6o., 13, 14, 16, 17, 

27, 31 y 123 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 2, de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, que 

11Registro digital: 2013718
Instancia: Pleno
Décima Época
Materia(s): Administrativa
Tesis: P./J. 2/2017 (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 39, Febrero de 2017, Tomo I, página 7
Tipo: Jurisprudencia

12Registro digital: 2013719
Instancia: Pleno
Décima Época
Materia(s): Constitucional
Tesis: P./J. 3/2017 (10a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 39, Febrero de 2017, Tomo I, página 8
Tipo: Jurisprudencia
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potencializan significativamente la protección de la 

dignidad humana, se concluye que el artículo 21, fracción 

V, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas 

de los Servidores Públicos, en cuanto permite la 

suspensión temporal en el empleo y la retención de las 

percepciones del servidor público que es investigado, 

resulta conforme con el texto de la Norma Fundamental, 

particularmente con su artículo 113, siempre y cuando se 

interprete en el sentido de que la autoridad administrativa 

sancionadora contemple en el acuerdo de inicio del 

procedimiento de responsabilidades, el pago de una 

cantidad equivalente al salario o ingreso mínimo de 

subsistencia, esto es, desde el momento en que el servidor 

público es notificado del inicio del procedimiento de 

responsabilidad y suspendido en sus labores y, por ende, 

en el pago de sus emolumentos, durante el periodo en que 

se lleven a cabo las investigaciones respectivas y hasta en 

tanto la autoridad no dicte la resolución que ponga fin al 

procedimiento de responsabilidad. En esa virtud, la 

autoridad instructora debe garantizar el derecho a un 

ingreso mínimo para la subsistencia del presunto 

responsable; de ahí que, en forma simultánea, habrá de 

determinar la cantidad que le otorgará para cubrir sus 

necesidades básicas de alimentación, vestido, vivienda, 

salud, entre otras, la cual deberá ser equivalente al 30% de 

su ingreso real y nunca inferior al salario tabular más bajo 

que se cubra en la institución en la que laboraba el servidor 

público al decretarse la suspensión, dependiendo de la 

gravedad de la infracción cometida, y que deberá cubrirse 

hasta en tanto se dicte resolución administrativa en el 

procedimiento de origen, pues sólo en el supuesto de que 

se determine su responsabilidad y se le destituya del cargo 
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de manera definitiva, al haber sido desvinculado de la 

institución, podrá buscar otra fuente de ingresos".

"RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LAS MEDIDAS 
CONSISTENTES EN LA SUSPENSIÓN TEMPORAL DEL 
EMPLEO Y LA RETENCIÓN DE LAS PERCEPCIONES 
SIEMPRE QUE RESPETE EL MÍNIMO DE 
SUBSISTENCIA DURANTE EL PROCEDIMIENTO 
RESPECTIVO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 21, 
FRACCIÓN V, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, HASTA 
EN TANTO SE DICTA LA RESOLUCIÓN 
ADMINISTRATIVA EN LA QUE SE DETERMINAN 
AQUÉLLAS, SON CONSTITUCIONALES. Del precepto y 

fracción citados se advierte que en el procedimiento de 

responsabilidades administrativas de los servidores 

públicos se otorga la facultad discrecional en favor de la 

Secretaría de la Función Pública, del Contralor Interno o, 

en su caso, del Titular del Área de Responsabilidades, para 

suspender temporalmente a un servidor público del 

empleo, cargo o comisión, si así lo estima pertinente para 

la conducción o continuación de las investigaciones. En 

este sentido, dicha medida cautelar tiene por objeto facilitar 

el curso de éstas y, por la naturaleza de los procedimientos 

de responsabilidades administrativas de los servidores 

públicos, busca proteger y preservar los intereses públicos 

fundamentales de legalidad, lealtad, honradez, 

imparcialidad y eficiencia, así como el adecuado desarrollo 

de la función pública y, en su caso, prevenir que se sigan 

generando mayores daños a la administración pública; de 

ahí que, en términos del artículo 113 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, puede 

determinarse que la suspensión temporal en el empleo del 

servidor público es idónea y razonable, siempre que tenga 
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por objeto facilitar el curso de las investigaciones o evitar 

un perjuicio ulterior a la administración pública. Ahora bien, 

las razones que justifican dicha suspensión son extensivas 

a la retención de las percepciones del servidor público, en 

tanto se respete el mínimo de subsistencia, por constituirse 

como un aspecto inherente a la labor que desempeña, es 

decir, en la medida en que los ingresos a los que tiene 

derecho derivan del desempeño de las funciones que le 

son encomendadas y a los cuales tendrá derecho siempre 

que dicha función se desarrolle; en el entendido de que, 

dictada la resolución respectiva, si el servidor público fuera 

exonerado de cualquier responsabilidad, deberá cubrírsele 

el remanente del total de las percepciones que dejó de 

recibir, descontando la cantidad que se le cubrió por 

concepto de ingreso subsistencial".

Luego, al resolver el amparo en revisión 549/202413, 

la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación precisó que las medidas cautelares en el 

procedimiento de investigación de un procedimiento 

administrativo se generan con motivo de éste y no pueden 

existir independientemente de él, por lo que se entiende 

que, como cualquier otra medida cautelar, durarán 

mientras se dicte resolución en el procedimiento.

13Tesis
Registro digital: 2030204
Instancia: Segunda Sala
Undécima Época
Materia(s): Constitucional, Administrativa
Tesis: 2a./J. 9/2025 (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 48, Abril de 2025, Tomo I, Volumen 1, página 339
Tipo: Jurisprudencia
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Es decir, que la suspensión en el encargo del 

servidor público, al ser una medida cautelar durará, como 

se ha precisado, hasta el dictado de la resolución 

administrativa, así como que los plazos para la 

sustanciación del procedimiento administrativo están 

previstos en la propia ley, esto con independencia de 

los recursos que pudieran presentarse para impugnar 

esa resolución.

De igual modo, resolvió que el hecho de que la ley 

aplicable no prevea las condiciones o circunstancias para 

que la autoridad decida suspender al servidor público 

sujeto a una investigación de un procedimiento de 

responsabilidad administrativa no la torna inconstitucional, 

pues la lectura de la disposición respectiva no debe 

hacerse de manera aislada, sino conjunta con los demás 

artículos relativos.

En efecto, en dicho precedente el Máximo Tribunal 

del País señaló que la lectura sistemática de los artículos 

123, 125, 126, 127, 128 y 129 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, revela que si bien 

existe la facultad discrecional en favor de las autoridades 

de suspender temporalmente a un servidor público, la 

misma no implica que se ejerza de manera arbitraria, sino 

que se debe analizar en cada caso si con la medida 
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cautelar se facilita el curso normal de las investigaciones o 

se evita un perjuicio a la administración pública, por lo que 

para su otorgamiento el legislador sí previó requisitos para 

su dictado, entre los que destacan la fundamentación y 

motivación que rige a cualquier acto de autoridad.

Lo anterior porque dicha Ley prevé que la solicitud 

debe hacerse por escrito, señalando las pruebas cuyo 

ocultamiento o destrucción se pretende impedir; los efectos 

perjudiciales que se pudieran producir; los actos que 

obstaculizan el adecuado desarrollo del procedimiento, o 

bien el daño irreparable a la hacienda pública, o bien al 

patrimonio de los entes públicos, expresando los motivos 

por los cuales se solicitan las medidas cautelares y donde 

se justifique su pertinencia.

Asimismo, establece que se debe indicar el 

nombre y domicilios de quienes serán afectados con 

las medidas cautelares, para que, en su caso, se dé 

vista del incidente respectivo. 

También dispone que no se podrán decretar medidas 

cautelares en los casos en que se cause un perjuicio al 

interés social o se contravengan disposiciones de orden 

público.

D
E

M
IA

N
 G

IB
R

A
N

 G
O

N
Z

A
L

E
Z

 R
A

M
IR

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000016f3d
10/05/29 10:58:25

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de Amparo 1546/2025
43

A
A
A
A

Es decir, conforme a lo expuesto, concluyó que si 

bien la autoridad tiene un margen de discrecionalidad para 

determinar en qué casos procede la suspensión temporal 

del servidor público sujeto a procedimiento administrativo, 

lo cierto es que dicha facultad no es ilimitada, sino que 

debe de cumplir con los requisitos de fundamentación 

y motivación destacándose que se debe señalar cómo 

impacta dicha medida cautelar en el curso de la 

investigación. 

Todo ello bajo el entendido que, como se mencionó 

anteriormente, en determinadas situaciones y cuando el 

caso así lo justifique si un servidor público no es separado 

de su encargo, no podría llevarse a cabo una investigación 

carente de anomalías o irregularidades que supondrían la 

permanencia en el puesto y que lejos de facilitar la 

investigación se entorpecería el curso normal del 

procedimiento sancionatorio en detrimento del interés 

público y del propio servidor público. 

Esto porque la facultad de la autoridad administrativa 

de dictar la medida cautelar, consistente en la suspensión 

temporal del encargo, empleo o comisión del servidor 

público, como lo ha considerado el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, cumple con la protección de 

D
E

M
IA

N
 G

IB
R

A
N

 G
O

N
Z

A
L

E
Z

 R
A

M
IR

E
Z

706a6620636a6633000000000000000000016f3d
10/05/29 10:58:25

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



44

los principios rectores del servicio público establecidos 

constitucionalmente, es decir, que es razonable que se 

salvaguarde el interés de la sociedad para garantizar una 

debida función pública.

De dicho precedente emanó la jurisprudencia 2a./J. 

9/2025 (11a.)14 de la otrora Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, de contenido siguiente:

"RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 
ARTÍCULO 124, FRACCIÓN I, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE 
LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Hechos: Una persona promovió amparo indirecto 

contra la medida precautoria derivada del inicio de un 

procedimiento de investigación por hechos posiblemente 

constitutivos de faltas administrativas, consistente en la 

suspensión de su cargo. El Juzgado de Distrito negó el 

amparo. Contra ello interpuso recurso de revisión y 

argumentó que el artículo citado es inconstitucional, al no 

precisar la duración de la referida medida precautoria.

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación determina que el artículo 

124, fracción I, de la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas no viola los principios de legalidad y de 

seguridad jurídica al no prever un plazo de duración de la 

14Registro digital: 2030204
Instancia: Segunda Sala
Undécima Época
Materia(s): Constitucional, Administrativa
Tesis: 2a./J. 9/2025 (11a.)
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Libro 48, Abril de 2025, Tomo I, Volumen 1, página 339
Tipo: Jurisprudencia
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medida cautelar consistente en la suspensión del encargo 

del servidor público sujeto a una investigación en un 

procedimiento administrativo.

Justificación: En la contradicción de tesis 311/2015, el 

Pleno de este Alto Tribunal analizó el artículo 21, fracción 

V, cuarto párrafo, de la abrogada Ley Federal de 

Responsabilidades Administrativas de los Servidores 

Públicos y concluyó que: 1) en el procedimiento de 

responsabilidades administrativas se otorga una facultad 

discrecional para suspender temporalmente a un servidor 

público si se estima pertinente para la continuación o 

conducción de las investigaciones; 2) la medida puede 

decretarse antes o al momento de que el servidor público 

sujeto a investigación sea notificado del inicio del 

procedimiento y puede abarcar tanto sus funciones como la 

retención de sus percepciones; 3) es una medida 

precautoria que cuenta con sustento constitucional y legal, 

pues si bien se priva al servidor público de la posibilidad de 

continuar prestando sus servicios en el órgano de gobierno 

de que se trate, lo cierto es que es razonable al proteger el 

interés de la sociedad para garantizar una debida función 

pública. Que el referido artículo 124, fracción I, no 

establezca el plazo que durará la medida cautelar no lo 

hace inconstitucional, pues no implica que su duración 

pueda ser ilimitada, ya que no subsiste por sí misma sino 

que es accesoria del procedimiento del cual deriva. De los 

artículos 123 y 125 de la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas se desprende que las 

autoridades investigadoras podrán solicitar a la autoridad 

sustanciadora o resolutora que decrete medidas 

cautelares, las cuales se tramitarán de manera incidental. 

Es decir, las medidas cautelares en el procedimiento de 

investigación administrativa se generan con motivo de éste 

y no pueden existir independientemente de él. Por ello se 
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entiende que, como cualquier otra medida cautelar, 

durarán hasta que se dicte la resolución final en el 

procedimiento".

Ahora, el marco normativo que regula las medidas 

cautelares en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa de las personas servidoras públicas del 

Poder Judicial se encuentra regulado en el Titulo Quinto de 

la Ley de Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Michoacán de Ocampo, del que destacan las porciones 

normativas siguientes:

"CAPÍTULO QUINTO

DE LA INVESTIGACIÓN Y LA CALIFICACIÓN DE 

LAS FALTAS ADMINISTRATIVAS

Artículo 294. El Tribunal de Disciplina ordenará 

investigaciones por la probable responsabilidad en faltas 

administrativas, oficiosamente, por denuncia o derivado de 

las visitas, evaluaciones y auditorías practicadas por la 

Contraloría o, en su caso, por auditores externos.

Artículo 295. Las denuncias podrán ser anónimas o 

presentarse de manera identificada. Atendiendo a la 

gravedad del acto u omisión denunciado, se protegerá con 

carácter de confidencial la identidad de la persona 

denunciante.
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Las denuncias deberán contener los datos que 

permitan advertir la probable responsabilidad 

administrativa. La Contraloría establecerá los mecanismos 

necesarios para que cualquier persona interesada pueda 

presentar denuncias por probables faltas administrativas.

Artículo 296. La Unidad de Investigación será 

responsable de la oportunidad, exhaustividad y eficiencia 

en la investigación, la integridad de los datos y 

documentos, así como el resguardo del expediente en su 

conjunto. Igualmente, incorporará a sus investigaciones, 

las técnicas, tecnologías y métodos de investigación que 

observen las mejores prácticas. El curso de toda 

investigación deberá realizarse con estricto apego a la 

legalidad, imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad 

material y respeto a los derechos humanos.

Artículo 297. Para el cumplimiento de sus 

atribuciones, la Unidad de Investigación podrá recolectar 

indicios y medios de prueba, requerir información y 

documentación, realizar inspecciones, solicitar medidas 

cautelares y de apremio para el desarrollo de sus 

investigaciones. De igual manera, previa aprobación del 

Tribunal de Disciplina, podrá llamar a comparecer ante este 

órgano a personas que aporten elementos de prueba.

Artículo 298. La Unidad de Investigación tendrá 

acceso a la información necesaria para el esclarecimiento 

de los hechos, incluso aquélla con carácter de reservada o 

confidencial, siempre que esté relacionada con el acto u 

omisión motivo de denuncia, sin menoscabo de mantener 

la misma reserva o confidencialidad, conforme a las 

disposiciones normativas aplicables.
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Artículo 299. Las personas que sean sujetos de 

investigación deberán atender los requerimientos fundados 

y motivados de la Unidad de Investigación, la cual otorgará 

un plazo de cinco a quince días hábiles para la atención de 

los requerimientos, sin perjuicio de poder ampliarlo por 

causas debidamente justificadas, cuando así lo soliciten las 

personas interesadas. Esta ampliación no podrá exceder 

de la mitad del plazo previsto originalmente y será 

improrrogable. La Unidad de Investigación podrá solicitar 

información o documentación a cualquier persona 

servidora pública del Poder Judicial, respecto de los 

hechos motivo de investigación, aun si no es sujeto de la 

misma.

Artículo 300. Para hacer cumplir sus 

determinaciones, la Unidad de Investigación podrá hacer 

uso de las siguientes medidas:

I. Multa hasta por la cantidad equivalente de cien a 

ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, la cual podrá duplicarse o 

triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el 

valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, en 

caso de renuencia al cumplimiento del mandato respectivo;

II. Solicitar el auxilio de la fuerza pública; o,

III. Arresto hasta por treinta y seis horas.

Las medidas económicas impuestas constituirán 

créditos fiscales a favor del Fondo Auxiliar del Poder 

Judicial, los cuales se harán efectivos de conformidad con 

la legislación vigente en el Estado.
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Artículo 301. Concluidas sus diligencias, la Unidad de 

Investigación analizará los hechos y la información 

recabada, a efecto de determinar la existencia o 

inexistencia de actos u omisiones señalados como faltas 

administrativas y, en su caso, calificarlos como graves o no 

graves.

Una vez hecha la calificación, la Unidad de 

Investigación elaborará el informe de probable 

responsabilidad administrativa y lo presentará a la 

Comisión de Disciplina, a efecto de iniciar el procedimiento 

correspondiente.

De no encontrar elementos suficientes para 

demostrar la existencia de la infracción y la probable 

responsabilidad de la persona servidora pública, se emitirá 

un acuerdo de conclusión y archivo del expediente. Esta 

determinación se notificará a las personas servidoras 

públicas, así como a quienes hayan denunciado el hecho, 

cuando sean identificables, dentro los diez días hábiles 

siguientes a su emisión.

Sin perjuicio de lo anterior, la investigación podrá 

reabrirse cuando se presenten nuevos datos, siempre y 

cuando no haya prescrito la facultad de sancionar.

https://periodicooficial.segob.michoacan.gob.mx/perio

dico/

Artículo 306 (SIC). Procederá el sobreseimiento 

cuando:
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I. Se actualice o sobrevenga cualquiera de las causas 

de improcedencia previstas en esta Ley;

II. Por virtud de una reforma legislativa, la falta 

administrativa que se imputa a la persona servidora pública 

haya quedado derogada; o,

III. La persona señalada como probable responsable 

de la falta administrativa muera durante el procedimiento.

Artículo 307. El procedimiento de responsabilidad 

administrativa dará inicio cuando la Comisión de Disciplina, 

o bien, el Pleno del Tribunal de Disciplina, en el ámbito de 

sus competencias, dicten el acuerdo de admisión del 

informe de probable responsabilidad administrativa.

Artículo 308. En caso de que con posterioridad a la 

admisión del informe la Unidad de Investigación advierta la 

probable comisión de cualquier otra falta administrativa 

imputable a la misma persona, deberá elaborar un diverso 

informe de probable responsabilidad administrativa y 

promover el respectivo procedimiento por separado, sin 

perjuicio de que, en el momento procesal oportuno, puedan 

solicitar su acumulación.

Artículo 309. Son sujetos del procedimiento de 

responsabilidad administrativa:

I. Las personas servidoras públicas del Poder 

Judicial; y,

II. Las personas que habiendo fungido como 

servidoras públicas se ubiquen como posibles 
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responsables de alguna falta administrativa derivado de las 

actividades que tuvieron dentro del Poder Judicial.

Artículo 310. Son partes en el procedimiento de 

responsabilidad administrativa:

I. La Unidad de Investigación;

II. La persona servidora pública señalada como 

presunta responsable de la falta administrativa; y,

III. Todas aquellas personas a quienes pueda afectar 

la resolución que se dicte en el procedimiento, incluida la 

persona denunciante.

Artículo 311. Las partes, con excepción de la Unidad 

de Investigación, podrán autorizar a cualquier persona con 

capacidad legal, para oír y recibir notificaciones. De igual 

manera, las partes, con excepción de la Unidad de 

Investigación, podrán autorizar a una o varias personas 

con capacidad legal para interponer los recursos que 

procedan, ofrecer e intervenir en el desahogo de pruebas, 

alegar en las audiencias, pedir se dicte sentencia para 

evitar la consumación del término de caducidad por 

inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte 

necesario para la defensa de los derechos del autorizante, 

pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un 

tercero.

Las personas autorizadas para los efectos del párrafo 

anterior deberán acreditar legalmente tener título de 

licenciatura en Derecho, debiendo proporcionar los datos 

correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha 

autorización y mostrar la cédula profesional para la práctica 
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de la abogacía en las diligencias de prueba en que 

intervengan. Quien no cumpla con lo anterior perderá la 

facultad a que se refiere este artículo en perjuicio de la 

parte que lo hubiere designado, y únicamente tendrá 

autorización para oír y recibir notificaciones.

Las personas probablemente responsables no podrán 

ser representadas por servidor público o servidora pública 

del Poder Judicial, salvo que tenga licencia para cumplir 

comisiones sindicales.

Artículo 312. El acuerdo donde se resuelvan las 

autorizaciones deberá expresar con toda claridad el 

alcance con el que se reconoce la autorización otorgada.

Artículo 313. La autoridad substanciadora será la 

Secretaría de Acuerdos de la Comisión de Disciplina, 

mientras que esta última será la autoridad resolutora. 

Cuando el Pleno del Tribunal de Disciplina ejerza la 

facultad de atracción de procedimientos relacionados con 

faltas graves o hechos que las leyes señalen como delitos, 

éste será la autoridad resolutora y su Secretaría General 

de Acuerdos, será la autoridad sustanciadora.

Artículo 314. La autoridad substanciadora y 

resolutora podrá hacer uso de los siguientes medios de 

apremio para hacer cumplir sus determinaciones:

I. Multa hasta por la cantidad equivalente de cien a 

ciento cincuenta veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, la cual podrá duplicarse o 

triplicarse en cada ocasión, hasta alcanzar dos mil veces el 
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valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, en 

caso de renuencia al cumplimiento del mandato respectivo;

II. Solicitar el auxilio de la fuerza pública; o,

III. Arresto hasta por treinta y seis horas.

Artículo 315. Las medidas de apremio podrán ser 

decretadas sin seguir rigurosamente el orden en que han 

sido enlistadas en el artículo que antecede, o bien, decretar 

la aplicación de más de una de ellas, para lo cual la 

autoridad deberá ponderar las circunstancias del caso.

Artículo 316. En caso de que, pese a la aplicación de 

las medidas de apremio, no se logre el cumplimiento de las 

determinaciones ordenadas, se dará vista a la autoridad 

penal competente para que proceda en los términos de la 

legislación aplicable.

Artículo 317. La Unidad de Investigación podrá 

solicitar a la autoridad substanciadora y resolutora que 

decrete aquellas medidas cautelares que eviten el 

ocultamiento o destrucción de pruebas; impidan la 

continuación de los efectos perjudiciales de la probable 

falta administrativa; eviten la obstaculización del adecuado 

desarrollo del procedimiento de responsabilidad 

administrativa; o, eviten un daño irreparable a la hacienda 

pública. No se podrán decretar medidas cautelares en los 

casos en que se cause un perjuicio al interés social o se 

contravengan disposiciones de orden público.

Artículo 318. Podrán ser decretadas como 
medidas cautelares las siguientes:
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I. Suspensión temporal de la persona servidora 
pública señalada como probable responsable del 
empleo, cargo o comisión que desempeñe. Dicha 

suspensión no prejuzgará ni será indicio de la 

responsabilidad que se le impute, lo cual se hará constar 

en la resolución en la que se decrete. Mientras dure la 

suspensión temporal se deberán decretar, al mismo 

tiempo, las medidas necesarias que le garanticen mantener 

su mínimo vital y de sus dependientes económicos; así 

como aquellas que impidan que se le presente 

públicamente como responsable de la comisión de la falta 

que se le imputa. En el supuesto de que la persona 

servidora pública suspendida temporalmente no resultare 

responsable de los actos u omisiones que se le imputan, el 

Órgano de Administración la restituirá en el goce de sus 

derechos y le cubrirá las percepciones que debió recibir 

durante el tiempo en que se halló suspendida;

II. Exhibición de documentos originales relacionados 

directamente con la probable falta administrativa;

III. Apercibimiento de multa de cien y hasta ciento 

cincuenta veces el valor diario de la Unidad de Medida y 

Actualización, para conminarle a presentarse el día y hora 

que se señale para el desahogo de pruebas a su cargo, así 

como para señalar un domicilio para practicar cualquier 

notificación personal relacionada con la substanciación y 

resolución del procedimiento de responsabilidad 

administrativa;

IV. Embargo precautorio de bienes; aseguramiento o 

intervención precautoria de negociaciones. Al respecto 
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será aplicable de forma supletoria la legislación adjetiva en 

materia civil; y,

V. Las que sean necesarias para evitar un daño 

irreparable a la hacienda pública, para lo cual la autoridad 

resolutora podrá solicitar el auxilio y colaboración de 

cualquier autoridad.

Artículo 319. El otorgamiento de medidas 
cautelares se tramitará de manera incidental. El escrito 

en el que se soliciten se deberán señalar las pruebas cuyo 

ocultamiento o destrucción se pretende impedir; los efectos 

perjudiciales que produce la presunta falta administrativa; 

los actos que obstaculizan el adecuado desarrollo del 

procedimiento de responsabilidad administrativa; o bien, el 

daño irreparable a la hacienda pública, expresando los 

motivos por los cuales se solicitan las medidas cautelares y 

donde se justifique su pertinencia. En cualquier caso, se 

deberá indicar el nombre y domicilios de quienes serán 

afectados con las medidas cautelares, para que, en su 

caso, se les dé vista del incidente respectivo.

Artículo 320. Con el escrito por el que se soliciten las 

medidas cautelares se dará vista a todas aquellas 

personas que serán directamente afectadas con las 

mismas, para que en un término de cinco días hábiles 

manifiesten lo que a su derecho convenga. Si la autoridad 

que conozca del incidente lo estima necesario, en el 

acuerdo de admisión podrá conceder provisionalmente las 

medidas cautelares solicitadas.

Artículo 321. Transcurrido el plazo señalado en el 

artículo anterior la autoridad dictará la resolución 

interlocutoria que corresponda dentro de los cinco días 
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hábiles siguientes. En contra de dicha determinación no 

procederá recurso alguno.

Artículo 322. Las medidas cautelares que tengan por 

objeto impedir daños a la hacienda pública sólo se 

suspenderán cuando la persona probable responsable 

otorgue garantía suficiente de la reparación del daño y los 

perjuicios ocasionados.

Artículo 323. Se podrá solicitar la suspensión de las 

medidas cautelares en cualquier momento del 

procedimiento, debiéndose justificar las razones por las 

que se estime innecesario que éstas continúen, para lo 

cual se deberá seguir el procedimiento incidental. Contra la 

resolución que niegue la suspensión de las medidas 

cautelares no procederá recurso alguno".

El conjunto normativo expuesto revela que el 

legislador Michoacano diseñó un sistema de 

responsabilidades administrativas integrado por diversas 

etapas claramente diferenciadas, dentro de las cuales las 

medidas cautelares ocupan una posición accesoria, 

instrumental y excepcional. 

En efecto, la regulación expuesta revela que la 

investigación de una posible falta administrativa constituye 

una fase preliminar destinada a verificar la existencia de 

hechos que pudieran generar responsabilidad y, una vez 

agotada esa actividad investigadora, puede dar inicio 
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formalmente el procedimiento de responsabilidad 

administrativa mediante la admisión del informe de 

probable responsabilidad administrativa. 

Así, el esquema normativo en análisis distingue entre 

la actividad investigadora encomendada a la Unidad de 

Investigación del Tribunal de Disciplina, la fase de 

substanciación y resolución a cargo de la Comisión de 

Disciplina de dicho Tribunal o, en su caso, del Pleno del 

Tribunal de Disciplina, y los procedimientos incidentales 

que pueden tramitarse paralelamente, entre ellos el 

relativo a la imposición de medidas cautelares.

En ese contexto, la ley atribuye a la Unidad de 

Investigación amplias facultades para recabar datos de 

prueba, solicitar información, realizar inspecciones y 

allegarse de todos los elementos necesarios para el 

esclarecimiento de los hechos denunciados, la cual debe 

desarrollarse con apego a los principios de legalidad, 

imparcialidad, objetividad, congruencia, verdad material y 

respeto a los derechos humanos. 

Asimismo, la Unidad de Investigación se encuentra 

facultada para solicitar medidas cautelares cuando estime 

que ello resulta necesario para preservar la eficacia de la 
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investigación o del procedimiento de responsabilidad 

administrativa.

Sin embargo, la legislación no configura las medidas 

cautelares como actos que puedan imponerse 

discrecionalmente mediante simples determinaciones 

administrativas; por el contrario, el legislador estableció un 

procedimiento específico y formal para su otorgamiento. 

Efectivamente, el artículo 317 define de manera 

precisa los supuestos que pueden justificar la imposición 

de una medida cautelar, limitándolos a cuatro finalidades 

concretas: evitar el ocultamiento o destrucción de pruebas, 

impedir la continuación de los efectos perjudiciales de la 

probable falta administrativa, evitar la obstaculización del 

adecuado desarrollo del procedimiento de responsabilidad 

administrativa o prevenir un daño irreparable a la hacienda 

pública. 

Además, el mismo precepto incorpora una limitación 

expresa al señalar que las medidas cautelares no podrán 

decretarse cuando ocasionen un perjuicio al interés social 

o contravengan disposiciones de orden público.
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Dentro del catálogo de medidas cautelares previsto 

por el artículo 318 destaca la suspensión temporal de la 

persona servidora pública señalada como probable 

responsable. 

El legislador michoacano fue particularmente 

cuidadoso al regular esta medida, pues precisó 

expresamente que se trata de una determinación 

precautoria que no prejuzga ni constituye indicio alguno de 

responsabilidad y se ordena que tal circunstancia quede 

expresamente asentada en la resolución que la decrete. 

Asimismo, dispone que mientras la suspensión 

permanezca vigente se adopten todas aquellas medidas 

necesarias para garantizar el mínimo vital de la persona 

suspendida y de sus dependientes económicos. 

De igual forma, la autoridad debe evitar que la 

persona investigada sea presentada públicamente como 

responsable de la falta administrativa. 

Finalmente, la norma establece que si al término del 

procedimiento se determina que no existió 

responsabilidad, el servidor público deberá ser 

restituido plenamente en sus derechos y recibir las 
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percepciones que dejó de obtener durante el tiempo de 

separación.

Sin embargo, al margen de la importancia de la 

medida cautelar de suspensión temporal del cargo y la 

intensidad de la afectación que genera en la esfera jurídica 

de la persona investigada, la ley no prevé que se dicte de 

plano dicha medida, esto es, de manera inmediata o al 

margen de toda contradicción. 

Ello es así, pues los artículos 319, 320 y 321 

establecen un procedimiento incidental específico que 

constituye una verdadera garantía procedimental para 

quienes puedan resultar afectados, dado que el artículo 

319 dispone de manera categórica que el otorgamiento 

de medidas cautelares se tramitará de manera 

incidental. 

En efecto, como se advierte de las normas expuesta, 

el legislador michoacano utilizó una fórmula imperativa que 

revela que la vía incidental no es opcional o discrecional, 

sino el cauce procesal obligatorio para decidir sobre la 

procedencia de las medidas solicitadas, al señalar el 

precepto referido que "el otorgamiento de medidas 

cautelares se tramitará de manera incidental".
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Además, el precepto exige que la solicitud se 

encuentre debidamente sustentada, señalando las pruebas 

cuyo ocultamiento o destrucción se pretende impedir, los 

efectos perjudiciales de la presunta falta administrativa, los 

actos que obstaculizan el procedimiento o el daño 

irreparable que pretende evitarse.

De igual modo, precisa que deben exponerse los 

motivos que justifican la medida y expresarse las razones 

que acrediten su pertinencia.

Asimismo, en el caso, cobra especial relevancia el 

mandato que obliga a identificar el nombre y domicilio 

de las personas que puedan resultar afectadas con la 

medida cautelar. 

Esta exigencia no constituye una simple formalidad, 

sino la base que permite hacer efectiva la garantía de 

audiencia prevista por el legislador para el otorgamiento de 

las medidas cautelares en el procedimiento de 

responsabilidad administrativa de las personas servidoras 

públicas del Poder Judicial del Estado de Michoacán.

En efecto, el artículo 320 establece expresamente 

que, una vez presentada la solicitud, deberá darse vista a 
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todas las personas directamente afectadas por la 

medida cautelar para que, dentro del plazo de cinco 

días hábiles, manifiesten lo que a su derecho 

convenga. 

Como se advierte, la redacción de la disposición no 

deja margen para considerar que dicha vista sea 

potestativa, pues el legislador emplea nuevamente una 

fórmula imperativa al señalar que "se dará vista a las 

personas afectadas".

En efecto, la finalidad de esa actuación procesal es 

evidente, pues permitir que el probable responsable 

conozca los fundamentos de la solicitud, pueda controvertir 

los hechos expuestos por la autoridad investigadora, 

formule argumentos de defensa y aporte las 

consideraciones que estime pertinentes antes de que se 

resuelva definitivamente sobre la procedencia de una 

medida que puede afectar de manera importante sus 

derechos laborales, económicos y profesionales.

De esta forma, aún y cuando, las medidas cautelares 

no constituyen actos privativos, sino de molestia y, por 

ende, para su imposición no rige la garantía de previa 

audiencia, lo cierto es que, en el caso particular, la ley 
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incorpora expresamente el derecho de contradicción y 

defensa dentro del procedimiento incidental previsto 

para el otorgamiento de medidas cautelares en el 

procedimiento de responsabilidad administrativa.

En otras palabras, el legislador michoacano tuvo la 

intención deliberada de que el otorgamiento de las medidas 

cautelares solo pueda realizarse en la vía incidental e 

incorporó en el procedimiento accesorio la garantía de 

audiencia previa de la persona afectada en la Ley Orgánica 

del Poder Judicial del Estado de Michoacán de Ocampo.

Lo anterior se corrobora con el contenido del propio 

artículo 320, el cual contempla que, si la autoridad 

considera que existe una situación que así lo amerite, 

podrá conceder provisionalmente las medidas 

cautelares desde el acuerdo de admisión del incidente. 

La inclusión de dicha facultad demuestra que el 

legislador distinguió claramente entre una medida 

provisional de urgencia y la resolución definitiva del 

incidente. 

En otras palabras, aun en los casos en los que 

resulte necesario adoptar una protección inmediata, 

ello no elimina la obligación de continuar con el trámite 
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incidental, es decir, otorgar la vista correspondiente a la 

persona afectada y permitirle ejercer su derecho de 

defensa antes de que se dicte la resolución interlocutoria 

definitiva.

Dicha resolución interlocutoria se encuentra regulada 

en el diverso artículo 321, el cual dispone que una vez 

transcurrido el plazo de cinco días concedido a las 

personas afectadas, la autoridad deberá resolver el 

incidente dentro de los cinco días hábiles siguientes. 

Lo expuesto revela que el procedimiento diseñado 

por el legislador se integra por una secuencia definida, la 

cual se compone de una solicitud motivada de la medida 

cautelar, la identificación de los afectados, la vista a éstos 

para darles la oportunidad de formular manifestaciones y la 

emisión posterior de una resolución interlocutoria que 

decida lo conducente.

Sin que la protección de la garantía de audiencia 

concluya con la imposición de la medida, pues el diverso 

precepto 323 además establece que la persona afectada 

podrá solicitar en cualquier momento la suspensión de las 

medidas cautelares decretadas, siempre que justifique las 

razones por las cuales estima que ya no resultan 
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necesarias y que para resolver esa petición, la propia ley 

ordena seguir nuevamente el procedimiento incidental, 

reiterando con ello la importancia que el legislador atribuye 

a la contradicción y a la participación de las partes dentro 

del debate cautelar.

Ahora, en el caso, como se expuso en los 

antecedentes del acto reclamado, el veintisiete de 

noviembre de dos mil veinticinco, el Pleno del Tribunal de 

Disciplina del Poder Judicial del Estado Michoacán ordenó 

a la Unidad de Investigación de dicho tribunal que diera 

inicio a la indagatoria de probable responsabilidad 

administrativa con motivo de los hallazgos encontrados en 

la visita de diagnóstico  **************, practicada al 

Juzgado Primero de Primera Instancia en Materia Civil del 

Distrito Judicial de Morelia.

Visita en la que se recibió una queja verbal en 

entrevista directa de una servidora pública de dicho 

juzgado que denunció hechos con apariencia de la falta 

administrativa prevista en el artículo 264, fracción I15 de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Michoacán, 

en contra del titular del Juzgado Primero de Primera 

15 Artículo 264. Son faltas administrativas graves:

I. Acosar u hostigar sexualmente a otra persona integrante del Poder Judicial, operadora 
jurídica o usuaria de los servicios de administración e impartición de justicia;
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Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Morelia* 

***** ***** ******. 

En consecuencia, el veintisiete de noviembre de dos 

mil veinticinco, el Titular de la Unidad de Investigación del 

Tribunal de Disciplina Judicial del Estado de Michoacán dio 

inicio al expediente de investigación administrativa 

******************.

Asimismo, mediante oficio  *******  solicitó a la 

Comisión de Disciplina del Tribunal de Disciplina del 

Tribunal de Justicia del Estado, para que, en ejercicio de 

las facultades que confiere el artículo 166 fracción II, de la 

citada Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, 

decretara la suspensión temporal de  ***** ***** 

******, en cuanto titular del Juzgado Primero de 

Primera Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial 

de Morelia, por el periodo de quince días naturales, ello 

en los términos siguientes:

"…Por este medio en relación a su oficio 

************* y anexos, en esta fecha se emitió acuerdo 

de trámite, al respecto, con fundamento en el artículo 169 

fracción Il de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, 

se solicita a la Comisión de Disciplina del Tribunal de 

Disciplina Judicial del Estado, que Usted dignamente 

preside, que en ejercicio de las facultades que le confiere 
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el artículo 166 fracción III de la citada Ley Orgánica, 

decrete la suspensión temporal del servidor público 

adscrito como Titular del Juzgado Primero de Primera 

Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Morelia, 

por el periodo de 15 quince días naturales,  con la finalidad 

de que se impida la continuación de los efectos 

perjudiciales de las probables faltas administrativas, en 

relación a lo previsto en los artículos 10, 11, 13, 15, 18, 19 

y 20 y demás relativos de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia".

Esto es, en la solicitud la Unidad de Investigación se 

limitó a pedir la medida cautelar, únicamente bajo el 

argumento de que se impidiera la continuación de los 

efectos perjudiciales de las probables faltas administrativas 

que le fueron denunciadas.

Luego, el veintiocho de noviembre de dos mil 

veinticinco, el Pleno de la Comisión de Disciplina del 

Tribunal de Disciplina Judicial del Estado de Michoacán 

decretó, de plano, la medida cautelar de separación 

temporal del cargo de ***** ***** ******, como titular del 

******* ******* ** 
******* ********* ** 
******* ***** *** ****** ** *********, por quince días naturales, y la 

retención del setenta por ciento de las percepciones 

ordinarias del servidor público investigado, garantizando el 

pago del treinta por ciento restante, correspondiente al 
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mínimo vital indispensable para su subsistencia y la de sus 

dependientes.

Medida cautelar que con motivos de diversas 

solicitudes formuladas por la Unidad de Investigación, fue 

prorrogada por el Pleno de la Comisión de Disciplina del 

Tribunal de Disciplina Judicial del Estado de Michoacán, en 

tres ocasiones, esto es, el quince de diciembre de dos mil 

veinticinco, por el plazo de quince días hábiles, el 

veintidós de enero de dos mil veintiséis, por el plazo de 

diez días hábiles y el cinco de febrero de dos mil veintiséis, 

por el plazo de veinte días hábiles.

Medida cautelar que, por la forma en que fue 

concedida, a criterio de esta juzgadora, resulta violatoria de 

los derechos fundamentales del quejoso pues no se 

respetaron las formalidades esenciales del procedimiento 

que prevé la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Michoacán, y trascendiendo a la garantía de audiencia 

previa en perjuicio del quejoso, ya que el Pleno de la 

Comisión de Disciplina del Tribunal de Disciplina 

Judicial del Estado de Michoacán decretó dicha 

medida cautelar sin substanciar el procedimiento 

incidental previsto para ello, en el que respetara la 
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garantía de audiencia del quejoso, previo a la 

imposición de la medida cautelar referida.

Efectivamente la suspensión temporal del cargo fue 

decretada sin que previamente se hubiera substanciado el 

procedimiento incidental expresamente previsto por la ley 

para la imposición de medidas cautelares y, en 

consecuencia, sin que se respetara la garantía de 

audiencia legalmente reconocida a favor de la persona 

directamente afectada.

Como se expuso, el diseño normativo previsto en la 

Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Michoacán 

revela que el legislador michoacano no concibió la 

imposición de medidas cautelares como una facultad 

discrecional susceptible de ejercerse de manera inmediata 

y unilateral, sino como una decisión que debía ser 

precedida de un trámite incidental en el que se garantizara 

la posibilidad de contradicción y defensa de la persona 

afectada.

Sin que escape a la consideración de esta 

juzgadora que el artículo 320 prevé la posibilidad de 

que la autoridad conceda provisionalmente la medida 

cautelar desde el acuerdo de admisión del incidente 

cuando las circunstancias así lo exijan.
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Esto es, la inclusión expresa de dicha facultad 

demuestra que el legislador previó la necesidad de la 

cautela frente a situaciones urgentes que hicieran 

necesaria una protección inmediata; sin embargo, dicha 

disposición lejos de autorizar que se prescinda totalmente 

del procedimiento incidental, establece una solución 

intermedia consistente en emitir una medida provisional 

mientras se desarrollaba el procedimiento incidental y se 

otorga la garantía de audiencia a la persona afectada, a fin 

de confirmar o revocar la medida cautelar en una 

determinación definitiva. 

Así, de dicha disposición se concluye que aun en 

escenarios urgentes, la ley no autoriza prescindir la 

vista prevista por el artículo 320 a la persona afectada, 

ni suprimir el derecho de defensa conferido al probable 

responsable.

Aspectos que en el caso no se respetaron, pues 

como se expuso, el veintisiete de noviembre de dos mil 

veinticinco la Unidad de Investigación inició el expediente 

administrativo  ****************** y, en esa misma fecha, 

mediante oficio ******* solicitó a la Comisión de Disciplina 

la suspensión temporal del quejoso por quince días 
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naturales, sin embargo, de la propia solicitud se advierte 

que la Unidad de Investigación únicamente expresó que la 

medida era necesaria para impedir la continuación de los 

efectos perjudiciales de las probables faltas administrativas 

denunciadas, sin que se desprenda que hubiera iniciado 

formalmente el incidente correspondiente, ni que se 

haya identificado a las personas afectadas para efectos 

de la vista que prevé los artículos 319 y 320 de la Ley 

Orgánica.

Posteriormente, el veintiocho de noviembre de dos 

mil veinticinco, el Pleno de la Comisión de Disciplina del 

Tribunal de Disciplina del Poder Judicial del Estado de 

Michoacán decretó de plano la separación temporal del 

cargo del quejoso por quince días naturales y ordenó 

la retención del setenta por ciento de sus 

percepciones. 

Lo anterior, sin que se desahogara el procedimiento 

incidental multicitado, es decir, tal actuación evidencia que 

la autoridad resolvió de inmediato sobre el fondo de la 

solicitud de medida cautelar, sin haber instaurado 

previamente el incidente correspondiente y, por ende, sin 

haber dado vista al servidor público investigado y sin haber 

respetado el plazo de cinco días hábiles para que éste 
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formulara las manifestaciones que estimara conducentes 

en defensa de sus derechos.

Asimismo, tampoco precisó que se tratara de una 

determinación provisional; en términos de la parte final del 

artículo 320 antes analizado.

La ilegalidad de la actuación resulta todavía más 

evidente si se considera que entre la fecha de la solicitud y 

la fecha de la resolución únicamente transcurrió un día 

natural, por tanto, material y jurídicamente era imposible 

que se hubiera observado el procedimiento legalmente 

previsto, pues ni siquiera transcurrió el plazo mínimo de 

cinco días hábiles que la ley otorga al afectado para 

expresar lo que a su derecho convenga. 

Tampoco puede considerarse o inferirse que la 

determinación dictada el veintiocho de noviembre de dos 

mil veinticinco, por el Pleno de la Comisión de Disciplina 

del Tribunal de Disciplina del Poder Judicial del Estado de 

Michoacán, consista en una medida provisional dictada de 

urgencia, en términos del artículo 320 de la Ley Orgánica 

expuesta, pues como se explicó, de haber sido así, en tal 

determinación debió haberse dado inicio al procedimiento 

incidental previsto para el otorgamiento de las medidas 
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cautelares y otorgado el plazo de cinco días que prevé 

dicha norma al quejoso.

Lo que en el caso, se insiste, no aconteció, pues 

lejos de dar inicio a dicho procedimiento incidental, 

respetar el derecho de audiencia del quejoso y emitir 

una resolución interlocutoria en la que se determinara 

en definitiva la procedencia de la medida cautelar que 

solicitó la Unidad de Investigación, la responsable 

concedió en tres ocasiones la prórroga de la 

separación temporal del quejoso del cargo como titular 

del  ******* ******* ** ******* ********* ** ******* 

***** *** ****** ** *********, y la retención del 

setenta por ciento de las percepciones ordinarias del 

servidor público investigado, garantizando el pago del 

treinta por ciento restante.

Máxime que dichas prórrogas también fueron 

dictadas de plano, es decir, sin que mediara la vía 

incidental que también se prevé para su cese o 

modificación.

En consecuencia, dichas actuaciones corroboran la 

ilegalidad de las medidas cautelares dictadas por la 

responsable, pues resulta claro que no emitió una 

resolución interlocutoria posterior a la substanciación de un 
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incidente, sino que sustituyó el procedimiento establecido 

por el legislador por una determinación inmediata 

pronunciada sin audiencia de la persona afectada y que 

prorrogó en tres ocasiones, sin desahogar el procedimiento 

incidental previsto para ello.

Lo que implica una vulneración a los principios de 

legalidad y seguridad jurídica previstos en los artículos 14 y 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, pues aún y cuando la suspensión temporal de 

la cargo constituye una medida cautelar prevista en la ley, 

lo cierto es que el legislador michoacano optó por rodear 

su imposición de una serie de garantías procesales 

destinadas a proteger los derechos de la persona 

investigada. 

Por ende, si la ley incorporó esas formalidades al 

procedimiento cautelar, la autoridad se encuentra obligada 

a observarlas estrictamente, sin que cuente con facultades 

para sustituirlas o dispensarlas por razones de 

oportunidad, conveniencia o interpretación propia del 

alcance de sus atribuciones.

Sin que pase inadvertido que la Comisión de 

Disciplina del Tribunal de Disciplina responsable justificó su 
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decisión en la necesidad de prevenir la continuación de 

conductas potencialmente constitutivas de violencia laboral 

y hostigamiento sexual, así como en la obligación de actuar 

con perspectiva de género y proteger a posibles víctimas. 

Sin embargo, aun aceptando la legitimidad 

constitucional de tales finalidades, ello no la autorizaba a 

prescindir de las formalidades expresamente establecidas 

en la ley para la emisión de la medida cautelar que fue 

impuesta al quejoso, porque para atender situaciones 

urgentes, la norma prevé la posibilidad de que sean 

decretadas provisionalmente, pero al admitir el incidente 

respectivo

Las mismas consideraciones resultan aplicables a las 

subsecuentes prórrogas decretadas el quince de diciembre 

de dos mil veinticinco, el veintidós de enero y el cinco de 

febrero de dos mil veintiséis, pues no existe constancia que 

permita verificar que se haya instaurado el incidente 

respectivo, toda vez que dicha prórrogas fueron 

autorizadas a partir de solicitudes de la Unidad de 

Investigación relacionadas con la necesidad de continuar 

recabando pruebas o desahogando diligencias pendientes.
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Empero, sin aperturar el procedimiento incidental 

diseñado por el legislador para garantizar el derecho de 

audiencia del probable responsable.

Por tanto, asiste razón al quejoso cuando sostiene 

que el Pleno de la Comisión de Disciplina del Tribunal de 

Disciplina Judicial del Estado de Michoacán decretó y 

posteriormente prorrogó la suspensión temporal del cargo 

sin substanciar las formalidades previstas para el 

procedimiento incidental regulado en los artículos 319, 320 

y 321 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de 

Michoacán.

Lo que vulnera en su perjuicio los principios de 

legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, 

particularmente la garantía de audiencia expresamente 

incorporada por el legislador al régimen cautelar de 

responsabilidades administrativas.

Inobservancia de dichas formalidades que torna 

ilegales las resoluciones reclamadas, a la luz de la 

jurisprudencia P./J. 47/9516, de contenido siguiente:

16Registro digital: 200234
Instancia: Pleno
Novena Época
Materia(s): Constitucional, Común
Tesis: P./J. 47/95
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo II, Diciembre de 1995, página 133
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"FORMALIDADES ESENCIALES DEL 
PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN 
UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA 
PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de 

audiencia establecida por el artículo 14 constitucional 

consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de 

defensa previamente al acto privativo de la vida, 

libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su 

debido respeto impone a las autoridades, entre otras 

obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se 

cumplan las formalidades esenciales del 

procedimiento". Estas son las que resultan 

necesarias para garantizar la defensa adecuada 

antes del acto de privación y que, de manera 

genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) 

La notificación del inicio del procedimiento y sus 

consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y 

desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 

3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una 

resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no 

respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con 

el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la 

indefensión del afectado".

Jurisprudencia en la que se sustentó el criterio 

contenido en la diversa jurisprudencia 2a./J. 86/200517, en 

Tipo: Jurisprudencia
17Registro digital: 177776
Instancia: Segunda Sala
Novena Época
Materia(s): Administrativa
Tesis: 2a./J. 86/2005
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Tomo XXII, Julio de 2005, página 495
Tipo: Jurisprudencia
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la que la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación determinó ilegal la suspensión 

temporal en el empleo, cargo o comisión, cuando no se 

observaron la totalidad de las formalidades que prevé la 

norma para su otorgamiento, como es la notificación de su 

imposición. Criterio jurisprudencial que es del tenor 

siguiente:

"SUSPENSIÓN TEMPORAL EN EL EMPLEO, 
CARGO O COMISIÓN. LA RESOLUCIÓN QUE LA 
IMPONE ES ILEGAL SI SE NOTIFICA FUERA DEL 
PLAZO DE 30 DÍAS QUE ESTABLECE EL 
ARTÍCULO 106, FRACCIÓN III, DE LA LEY PARA 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE 
JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. Los artículos 25 y 26 

del citado ordenamiento establecen, respectivamente, 

la facultad de los titulares de las dependencias o 

entidades públicas del Estado de Jalisco y sus 

Municipios para imponer a los servidores públicos 

sanciones por mal comportamiento, irregularidades o 

incumplimiento injustificado en el desempeño de sus 

labores, entre las que se encuentra la suspensión 

hasta por un mes en el empleo, cargo o comisión, así 

como el procedimiento a seguir para su imposición, el 

cual se instaurará por escrito, otorgando el derecho 

de audiencia y defensa al servidor público, en el que 

con vista de las pruebas rendidas, el titular o 

encargado dictará un acuerdo fundado y motivado, 

salvo que la falta, por su gravedad, pudiese ameritar 

el cese (único caso en el que deberá acudirse al 

diverso procedimiento contenido en el artículo 23 del 
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ordenamiento citado). Ahora bien, aunque el artículo 

26 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado 

de Jalisco y sus Municipios no prevé plazo para la 

notificación de la resolución que impone la 

suspensión temporal, el artículo 106, fracción III, del 

propio ordenamiento establece el de 30 días 

siguientes al en que se cometa la falta o ésta sea 

conocida para imponer suspensiones a los servidores 

públicos, lo cual incluye la obligación de notificar 

dichas sanciones, por ser la notificación una 

condición necesaria para la eficacia de la suspensión. 

En consecuencia, si los titulares cuentan con tal plazo 

para iniciar el procedimiento, resolver sobre la 

imposición de la suspensión y notificarla 

debidamente, la suspensión notificada fuera de dicho 

plazo será ilegal".

En consecuencia, ante lo fundado de los conceptos 

de violación hechos valer, resulta innecesario analizar los 

restantes argumentos sintetizados, pues aún y cuando 

resultaran fundados, no otorgarían un mayor beneficio al 

quejoso, ya que los analizados en esta ejecutoria implican 

la ilegalidad de las resoluciones reclamadas.

Por ende, lo procedente es conceder al quejoso 

***** ***** ******* el amparo y protección de la Justicia 

de la Unión solicitado para los efectos que serán 

precisados en el considerando siguiente.
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Concesión que se hace extensiva a los actos de 

ejecución que se atribuyeron al Órgano de 

Administración Judicial del Poder Judicial del Estado 

de Michoacán, pues el acto que se reclamó a éste no fue 

por vicios propios, sino como consecuencia de los diversos 

actos reclamados a la autoridad ordenadora.

Aplica a lo anterior el criterio contenido en la 

jurisprudencia II.3o. J/1218 de contenido siguiente:

"AUTORIDADES EJECUTORAS, ACTOS DE 
LAS, NO RECLAMADOS POR VICIOS PROPIOS. 
Cuando el amparo y protección de la justicia federal 

se concede en contra de actos atribuídos a las 

autoridades ordenadoras, tal concesión debe hacerse 

extensiva a las ejecutoras al no existir impugnación 

por vicios propios".

Ahora, debe decirse que mediante sentencia 

interlocutoria de seis de abril de dos mil veintiséis, 

dictada dentro del expediente ************ derivado de 

la investigación  ******************** , el Pleno de la 

Comisión de Disciplina Judicial del Estado de 

18Tesis
Registro digital: 218867
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Octava Época
Materia(s): Común
Tesis: II.3o. J/12
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Núm. 55, Julio de 1992, página 41
Tipo: Jurisprudencia
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Michoacán resolvió mantener la continuidad de la medida 

cautelar de separación temporal del quejoso respecto del 

cargo como Titular del Juzgado Primero de Primera 

Instancia en Materia Civil del Distrito Judicial de Morelia, 

durante el tiempo en que subsistan las condiciones de 

riesgo que la justifican y hasta la conclusión del 

procedimiento administrativo referido. 

Resolución que consiste en el acto reclamado dentro 

del diverso juicio de amparo  ******** del índice de este 

Juzgado de Distrito, que se encuentra en trámite.

Información que se invoca como un hecho notorio en 

términos del artículo 269 del Código Nacional de 

Procedimientos Civiles y Familiares de aplicación 

supletoria a la Ley de Amparo en términos de su precepto 

2 y virtud a que el expediente electrónico de dicho 

expediente se encuentra integrado en el Sistema Integral 

de Seguimiento de Expedientes (S.I.S.E.). y visible para 

esta juzgadora.

Como se desprende de lo anterior, a partir del seis de 

abril de dos mil veintiséis, el quejoso se encuentra 

separado temporalmente del cargo como titular del 

******* ******* ** 
******* ********* ** 
******* ***** *** ****** ** *********, hasta en tanto se resuelve el 
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procedimiento de responsabilidad administrativa  **

********** que derivó de la investigación 

********************, con motivo de una resolución 

interlocutoria dictada en dicho procedimiento.

Esto es, en el caso, existe imposibilidad jurídica para 

que la responsable dicte una nueva resolución en la que se 

subsanen los vicios que se advirtieron en esta ejecutoria y 

se ordene la reinstalación del quejoso en el puesto que 

ocupaba.

En consecuencia, los efectos del amparo y protección 

de la Justicia de la Unión que se concede al quejoso en 

esta resolución deben consistir en el pago de todas las 

prestaciones y derechos inherentes al cargo del 

quejoso, generados durante el periodo en que surtió 

efectos la suspensión, toda vez que se vio privado de 

tales prerrogativas como consecuencia directa del acto 

declarado inconstitucional.

Es aplicable a lo anterior, la tesis 2a. CLXIII/200719 

emitida por la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de contenido siguiente:
19Registro digital: 170903
Instancia: Segunda Sala
Novena Época
Materia(s): Administrativa
Tesis: 2a. CLXIII/2007
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
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"SENTENCIA DE AMPARO. SU 
CUMPLIMIENTO EN CASO DE CONCEDERSE LA 
PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA LA 
ORDEN DE SUSPENSIÓN TEMPORAL DE UN 
SERVIDOR PÚBLICO DE SU CARGO, Y EN EL 
TRANSCURSO DEL PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN DE AQUÉLLA ES DESTITUIDO. 
Conforme al artículo 80 de la Ley de Amparo, el 

alcance de la sentencia de garantías por falta de 

fundamentación y motivación, consiste en el dictado 

de una nueva resolución que cumpla con esos 

requisitos formales. Ahora bien, si un servidor público 

demanda el amparo de la Justicia Federal contra la 

orden de suspensión temporal con carácter de 

preventivo de su cargo decretada en un 

procedimiento de responsabilidad administrativa, 

otorgándosele la protección solicitada para el efecto 

de que la autoridad responsable dicte una nueva 

resolución en la que subsane el vicio de forma en 

cuanto a la falta de motivación, pero en el transcurso 

de la ejecución del fallo protector dicha autoridad 

emite resolución definitiva destituyendo al quejoso, la 

sustitución procesal que genera este acto hace 

imposible jurídicamente el dictado de una nueva 

resolución en los términos indicados, así como la 

reinstalación del quejoso en el puesto que ocupaba. 

En tales circunstancias, el cumplimiento de la 

ejecutoria de amparo debe consistir en el pago de 

todas las prestaciones y derechos inherentes al cargo 

del quejoso, generados durante el periodo en que 

surtió efectos la suspensión, toda vez que se vio 

Tomo XXVI, Noviembre de 2007, página 211
Tipo: Aislada
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privado de tales prerrogativas como consecuencia 

directa del acto declarado inconstitucional".

SEXTO. Efectos del amparo. El Órgano de 

Administración Judicial del Poder Judicial del Estado 

de Michoacán, deberá:

•Reintegrar al quejoso, ***** ***** ****** todas 

las prestaciones y derechos inherentes al cargo 

de titular del  ******* ******* ** ******* 

********* 
** ******* 

***** *** ****** ** *********, generados únicamente durante el 

periodo en que surtió efectos la suspensión 

provisional decretada el veintiocho de noviembre 

de dos mil veinticinco, y que fue prorrogada el 

quince de diciembre de dos mil veinticinco, 

veintidós de enero del año en curso y cinco de 

febrero de dos mil veintiséis, dentro del 

expediente de investigación ******************.

Lo anterior, a fin de restituir al quejoso el goce de su 

derecho fundamental vulnerado, de conformidad con el 

numeral 77, fracción II de la Ley de Amparo.

SÉPTIMO. Transparencia. En términos de lo 

previsto en los artículos 110 y 113 de la Ley Federal de 
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Transparencia y Acceso a la Información Pública, al 

elaborarse la versión pública de esta resolución, suprímase 

la información legalmente considerada como reservada, 

confidencial o referente a datos personales.

NOVENO. Captura de la sentencia. En 

cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 191 del Acuerdo 

General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal 

que establece las disposiciones en materia de actividad 

administrativa de los órganos jurisdiccionales, se ordena la 

captura de la presente sentencia en el módulo 

correspondiente del Sistema Integral de Seguimiento de 

Expedientes.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. La Justicia de la Unión Ampara y 

Protege a ***** ***** ****** , contra los actos 

reclamados y las autoridades responsables, que quedaron 

precisados en el considerando segundo de la presente 

ejecutoria, conforme a los consideraciones expuestas en el 

diverso considerando quinto y para los efectos precisados 

en el apartado considerativo sexto.

SEGUNDO. En términos de lo previsto en el 

considerando séptimo, al elaborarse la versión pública de 
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esta sentencia, suprímase la información legalmente 

considerada como reservada, confidencial o referente a 

datos personales.

TERCERO. De conformidad con el último 

considerando, se ordena la captura de esta sentencia en el 

Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes.

Notifíquese personalmente a las partes.

Así lo resolvió y firma la Juez Cuarto de Distrito en 

el Estado de Michoacán, con sede en Morelia, Katia 

Orozco Alfaro, hasta el trece de julio de dos mil 

veintiséis, ante el secretario Démian Gibrán González 

Ramírez, con quien actúa y da fe.

KOA/DGGR.
Razón.- En esta fecha se giraron los oficios 18494, 18495 y 18496, a las 

autoridades correspondientes; notificándoles la resolución que antecede. Conste.
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c2 60 1c 30 38 49 2f 1d fa ed 12 6f da fa 12 c5
6d 3b 32 fc 82 2e 62 61 f9 70 d1 f3 53 35 be d0
c1 59 26 ea 24 6c bb f6 e1 5c 56 35 8e 7c 2c fc
35 13 9a b6 88 c1 70 ae 2a d4 3e 3e 70 5b ca 28
3d 46 73 41 24 06 e2 d2 bc 22 01 de 84 4d 3f 89
51 7c 95 de be a8 4a 67 a8 70 3a a9 85 25 fe 02
59 25 e8 f8 b3 78 82 18 43 34 34 57 b7 01 eb 9f
39 18 21 6a 2c b7 10 36 9b ab bc 8a 01 5c f5 58
93 b9 63 e7 85 18 9f 5c b0 d8 72 46 0c 8b 5f 98
d8 d0 05 58 95 18 80 c5 b4 ee 94 26 bf e5 76 16
5b e9 c3 40 33 b2 88 db cb 0c dd 49 c0 1d 32 d2
0e aa df 81 42 89 f9 9a a7 07 c7 4a 7b 76 71 d6
24 60 17 b3 80 8d 9b 20 c7 2e 0e 65 f6 83 0e cc

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/07/26 02:49:38 - 13/07/26 20:49:38

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.65.5f

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/07/26 02:49:38 - 13/07/26 20:49:38

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 181281988

Datos estampillados: 23AeCaTZyu3QKumd7CtSRocb/ro=
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aEl trece de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Démian Gibrán González

Ramírez, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Cuarto de Distrito en
el Estado de Michoacán, hago constar y certifico que en esta versión pública
no existe información clasificada como confidencial o reservada en términos
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Conste.


